


6.1. Introducción

La sociedad mexicana demanda un entorno que pue-

da conducir al progreso y al bienestar, un marco ma-

croeconómico en el que la actividad productiva y el

trabajo, la inversión y el ahorro, la innovación y la

creatividad, ofrezcan oportunidades para todos; as-

pira también a un crecimiento económico estable,

sostenido y sustentable. Un crecimiento de esa natu-

raleza se caracteriza por bajos niveles de inflación y,

consecuentemente, por certidumbre en los paráme-

tros financieros; por el incremento de la competitivi-

dad y por su ampliación a sectores y regiones que no

han sido hasta ahora partícipes de su fortalecimien-

to; por incrementos graduales, pero sostenidos, de

los salarios reales, asociados a una mayor y más di-

fundida competitividad.

Ese crecimiento se caracteriza necesariamente

por una estabilidad exenta de fluctuaciones violen-

tas y re c u rrentes, y también por su capacidad de

c rear oportunidades para ampliar el desarrollo de las

comunidades y las personas, part i c u l a rmente para

quienes han estado excluidos del desarrollo. El cre-

cimiento al cual aspiran los mexicanos se caracteri-

za además por el uso racional de los recursos natu-

rales. Para responder a ello, México debe crecer con

c a l i d a d .

Este mandato de la sociedad mexicana exige

que el gobierno promueva el desarrollo, pro p o rc i o-

ne las condiciones óptimas para la acción de sus

e m p re n d e d o res, planee sus acciones a largo plazo y

establezca normas y reglas claras y transparentes. Un

g o b i e rno que enlace efectivamente el orden y el re s-

peto, el desarrollo social y humano y el cre c i m i e n t o

con calidad.

La visión de México en el año 2025 implica con-

solidar un país de alta competitividad mundial, con

un crecimiento económico equitativo, incluyente y

sostenido, capaz de reducir las diferencias económi-

cas y sociales extremas, y de brindar a cada habitan-
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te oportunidades de empleo e ingreso para una vida

digna, para realizar sus capacidades humanas y para

mejorar, de manera constante, su nivel de bienestar.

De acuerdo con esta visión, el crecimiento econó-

mico será estable y dinámico, estará estre c h a m e n t e

vinculado a la globalización y será capaz de apro v e-

char las herramientas que brinda la nueva economía.

El ahorro interno se fortalecerá y el sector financiero

volverá a ser el pilar del círculo virtuoso de ahorro, in-

versión y cre c i m i e n t o .

Asimismo, el crecimiento económico será apun-

talado por un desarrollo tecnológico acorde con las

circunstancias y necesidades nacionales. La educa-

ción formal y no formal, así como la capacitación la-

boral, serán amplias y diversas y alcanzarán a todos

los estratos y sectores de la población. El crecimien-

to económico se logrará con el uso racional y la pro-

tección de los recursos naturales y con el respeto ab-

soluto al medio ambiente.

México habrá logrado una fuerte expansión de la

ciudadanía económicamente activa, es decir, todos

los mexicanos y las mexicanas tendrán oportunida-

des suficientes para participar en actividades econó-

micas rentables en igualdad de oportunidades. En

México se habrá democratizado la economía.

Los pilares de este crecimiento serán:

• Un entorno macroeconómico cierto y estable,

sustentado en finanzas públicas sólidas.

• Una acción pública decidida en favor del desa-

rrollo, mediante la programación eficaz y transpare n-

te del gasto público en áreas de educación, salud e in-

fraestructura.

•Un sistema financiero sólido y eficaz en el apo-

yo al aparato productivo.

• Una mayor flexibilidad microeconómica apo-

yada en reglas claras y normas similares a las de los

países industrializados.

• La extensión de los frutos de la apertura y de

la competitividad a segmentos más amplios de la po-

blación.
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• El apoyo a la educación permanente, la capa-

citación laboral y el desarrollo tecnológico.

• El uso sustentable de los recursos naturales y

el respeto absoluto al medio ambiente.

• La superación de los rezagos en infraestructu-

ra pública y privada.

• La planeación regional, reforzada por la coor-

dinación entre el Ejecutivo federal y los gobiernos es-

tatales y municipales.

6.2. Antecedentes

Cambio de modelo económico

En la década de los setenta, el modelo económico

que había prevalecido en nuestro país estaba ya ago-

tado. El descubrimiento de yacimientos petroleros y

la facilidad de acceso a los mercados internacionales

de capital retrasaron la toma de decisiones y compli-

caron aún más la situación. Al inicio de los ochenta,

la economía mexicana se caracterizó por la interven-

ción del sector público en muchos ámbitos. Se trata-

ba de una economía cerrada, altamente regulada y

dependiente de la industria petrolera.

En estas condiciones, México enfrentó, entre

1980 y 1982, un entorno externo adverso. La caída

de los precios internacionales del petróleo y el incre-

mento de las tasas de interés en el mercado interna-

cional de capitales provocaron una suspensión tem-

poral en el servicio de su deuda externa. A partir de

entonces la economía mexicana ha experimentado

profundas transformaciones.

Los organismos internacionales imponían como

condición para otorgar su apoyo financiero sanear las

finanzas públicas, estabilizar la economía y reducir la

participación del Estado en la actividad económica.

En el país, la iniciativa privada nacional demandaba

una participación más activa en la conducción de la

economía, de acuerdo con el entorno de apertura y

menor participación del Estado que se empezaba a

vivir en la mayoría de las economías del mundo.

Además de poner en marcha políticas fiscales y

monetarias restrictivas para reducir la demanda in-

t e rna, y de devaluar la moneda para restaurar el

equilibrio en la balanza de pagos, comenzó la desin-

corporación de empresas paraestatales, la apert u r a

gradual de la economía y la liberalización del siste-

ma financiero .

No obstante, los ajustes no dieron los resultados

esperados. Las constantes devaluaciones, para man-

tener en equilibrio la balanza comercial, terminaron

creando una espiral inflacionaria que se agravó con

el colapso financiero de octubre de 1987.

Esta situación dio lugar a una estrategia de esta-

bilización centrada en la concertación con todos los

agentes económicos, en torno a los pactos para la es-

tabilidad económica y el crecimiento.

La apertura comercial acordada originalmente

con el G AT T (ahora Organización Mundial de Comer-

cio) se aceleró; se firmó el Tratado de Libre Comerc i o

de América del Norte; continuó la desincorporación

de empresas paraestatales y se re f o rmó el sistema de

seguridad social. En medio de estas re f o rmas sobre-

vino la crisis más grave de las últimas décadas, mis-

ma que puso de relieve la vulnerabilidad de la econo-

mía y la debilidad del sistema financiero del país.

Esta incompleta y probablemente injusta re s e ñ a

de los programas económicos instrumentados en los

últimos tiempos busca reflejar lo que la sociedad me-

xicana ha vivido: 20 años de programas, re f o rmas y

pactos que, a final de cuentas, no lograron estabilizar

la economía y sí tuvieron un costo social muy eleva-

do: las desigualdades sociales y regionales se han in-

c rementado, la pobreza y la marginalidad han cre c i d o ,

el subempleo y el empleo informal se han constituido

en la forma normal de participar en la economía para

millones y millones de mexicanas y mexicanos.

Deficiencias estructurales y transiciones 
de la economía mexicana

El desempeño de la economía mexicana durante las

últimas tres décadas ha sido deficiente en cinco aspec-

tos fundamentales. Primero: el entorno macro e c o n ó-

mico ha sido inestable o ha mantenido una estabilidad

frágil. Segundo: se han perdido valiosas oport u n i d a-

des de elevar la competitividad del aparato pro d u c t i-

vo y de extender ese potencial por todo el espectro so-

cial. Te rc e ro: el crecimiento ha excluido a sectore s ,

g rupos sociales y empresas que, en caso de ser apoya-

dos, mostrarían un alto potencial de desarrollo. Cuar-

to: no ha habido un desarrollo regional equilibrado. Y
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quinto: se ha permitido una degradación considerable

e inaceptable de los recursos naturales.

La incert i d u m b re en el entorno macro e c o n ó m i c o

dificultó el proceso de planeación de las empresas y li-

mitó su potencial de crecimiento, contrajo la cre a c i ó n

de empleo, elevó la inflación y deprimió los salarios,

y alentó el surgimiento de una economía paralela, re s-

tringiendo la capacidad de crecimiento económico.

Todo esto impuso una pesada carga sobre las familias

mexicanas mermando su patrimonio, en especial el

de las más pobre s .

Las últimas crisis dejaron ahorro insuficiente,

un alto costo fiscal del rescate bancario y un excesi-

vo consumo del ahorro de los mexicanos por parte

del gobierno. En consecuencia, el crédito sigue sien-

do caro y escaso, y crece la dependencia de grandes

e m p resas de crédito externo. Persiste la falta de com-

petitividad y la fragilidad de los mercados bursátiles

y bancarios. El país enfrenta serios rezagos en in-

fraestructura, ineficacia en la prestación de servicios

públicos y un déficit severo en calidad y cantidad de

viviendas. La inversión en infraestructura del gobier-

no ha sido marcadamente procíclica.

Hoy, el profundo proceso de globalización y la

nueva economía devaloran activos, vuelven obsole-

tas capacidades tradicionales y crean una competen-

cia sin precedentes. En este contexto, la apertura co-

mercial y los flujos de inversión han promovido en

México la competitividad del sector exportador. La

creciente participación de los productos mexicanos

en los mercados internacionales es muestra de ello.

Sin embargo, esta transformación de una parte del

sector productivo contrasta con otra gran parte de es-

te sector que aún no ha logrado modernizarse.

En este entorno, no existe un verd a d e ro merc a d o

i n t e rno que permita la distribución y el abasto así co-

mo el desarrollo de cadenas productivas para la expor-

tación y la producción industrial, lo cual constituye

una de las grandes limitaciones para crear oport u n i d a-

des y reducir la pobreza en las pequeñas comunidades

aisladas por la geografía del país.

Por otro lado, el crecimiento de la población

económicamente activa y el dinamismo tecnológico

representan un potencial para el crecimiento con ca-

lidad que no se presentará con igual fuerza para otras

generaciones.

La transición demográfica se manifiesta en el

acelerado crecimiento tanto de los grupos de pobla-

ción de jóvenes como de ancianos y conlleva deman-

das de educación y empleo, por un lado, y de pen-

siones y salud, por el otro. La inversión en capital

humano en México es insuficiente y se encuentra

por debajo de la realizada por economías con un ni-

vel de desarrollo similar. La transición también hace

necesario hacer transparente y financiar desde hoy

los grandes pasivos que impone el envejecimiento de

la fuerza de trabajo, en ausencia de un marco adecua-

do de pensiones para muchos mexicanos.

El sistema financiero no ha sido capaz de cana-

lizar el ahorro hacia el financiamiento, y numerosos

p royectos socialmente rentables no han podido

arrancar debido a la falta de instrumentos financie-

ros adecuados y competitivos. Las recurrentes crisis

bancarias y cambiarias exacerban esta situación de

escasez de crédito y crean un dualismo en el que las

empresas exportadoras y las empresas eficientes del

m e rcado interno acceden a mercados intern a c i o n a l e s

de capital, mientras que las micro, pequeñas y me-

dianas empresas han sido restringidas al mercado fi-

nanciero doméstico con créditos caros y escasos.

El crecimiento mexicano ha sido excluyente. Los

pequeños empresarios, los grupos más desprotegi-

dos, la población indígena, han visto limitado su po-

tencial de desarrollo económico, profesional y perso-

nal, debido a un modelo de crecimiento que no ha

creado los vehículos necesarios para una promoción

económica integral.

Ante la globalización y la nueva economía, los

p roductos y servicios de un país son competitivos y

se mantienen en esa condición en la medida en que

la calidad y eficacia de los recursos se renueva cons-

tantemente y se desarrolla la calidad de la infraestru c-

tura y la regulación. En este entorno, todo país está

llamado no sólo a aprovechar las ventajas competiti-

vas naturales sino a construir nuevas ventajas por

medio de la capacitación, la inversión y la innovación

o rganizativa. La conducción económica correcta no

es solamente cuestión de estabilidad macro e c o n ó m i-

ca y de la adecuada coordinación de variables fisca-

les y monetarias. El crecimiento se logra con el mejor

uso de recursos, como son el trabajo y el capital.

La persistencia y profundidad del desequilibrio

regional se puede ilustrar por medio del cociente del

PIB per cápita del estado más rico entre el del estado
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más pobre; esta relación es de seis a uno y se ha man-

tenido en los últimos 30 años. En términos sociales,

la diferencia en la esperanza de vida de los munici-

pios más extremos del país es de 15 años. El desem-

peño de la economía no ha permitido utilizar racio-

nalmente las regiones como verdaderos factores de

producción que induzcan a la consolidación de ga-

nancias de productividad.

Finalmente, el cambio en el uso de los re c u r s o s

naturales que acompaña la transición económica ha

generado agotamiento y contaminación de fuentes de

agua, aire, bosques y suelos. Los procesos desord e n a-

dos de urbanización, industrialización, sobre e x p l o t a-

ción de recursos agrícolas y forestales dan lugar a gra-

ves riesgos para la sustentabilidad de los re c u r s o s .

La nueva fortaleza de la economía mexicana

La propuesta de un crecimiento con calidad que se

inscribe en este Plan reconoce que la economía me-

xicana ha alcanzado en los últimos años una “nueva

fortaleza” ante crisis internas y externas y que ello

constituye un gran activo para la administración pú-

blica federal y para su programa económico.

Esta nueva fortaleza permitió una transición se-

xenal sin crisis cambiaria, sin fuga de capitales, sin

contracción económica, sin una nueva crisis banca-

ria. En cambio, continúa el crecimiento económico,

la reducción sin precedentes del desempleo abierto y

el ingreso de capitales.

Aunque la nueva fortaleza macroeconómica es un

activo para construir un verd a d e ro crecimiento con

calidad, esta nueva capacidad para resistir a las crisis

re c u rrentes externas e internas no resuelve las cinco

deficiencias estructurales de los últimos 30 años.

La estabilidad económica sigue siendo frágil. El

modelo ha llevado a la revaluación real del peso, a la

contracción del mercado interno por el lento creci-

miento de los salarios reales y a la progresiva distor-

sión de precios relativos entre bienes comerciables y

no comerciables. La transición ha revelado la magni-

tud de la fragilidad fiscal y la existencia de importan-

tes pasivos contingentes. El financiamiento del défi-

cit público contribuye a la escasez y encarecimiento

del crédito interno. En los últimos años se ha desa-

rrollado una marcada dependencia de inversión ex-

tranjera directa volátil para financiar el déficit de la

cuenta corriente. Esta nueva fortaleza se ha alcanza-

do también a pesar del entorno de excesiva depen-

dencia de los ingresos que provienen de las exporta-

ciones petroleras.

Por todo esto, hay consenso en que esta nueva

fortaleza no podrá sustentarse sin una decidida ac-

ción del gobierno que atienda más a fondo las defi-

ciencias estructurales de competitividad, inclusión,

d e s a rrollo regional y uso responsable de recursos na-

turales. Ése es sin duda uno de los grandes retos del

crecimiento con calidad para el futuro inmediato. A

mediano plazo, el reto es trascender los beneficios de

la fortaleza actual por una más sólida, que sea con-

sistente con los objetivos económicos identificados

en este Plan Nacional de Desarrollo.

La globalización de la economía demanda reno-

var la nueva fortaleza de la economía mexicana para

poder confrontar los riesgos de contagio por crisis in-

ternacionales y pasar del “blindaje económico” para

la transición política del año 2000 y de la construc-

ción de reservas internacionales a ultranza, a esque-

mas más creativos y duraderos de control de riesgos

para la estabilidad y el crecimiento.

La experiencia también ha demostrado que es

importante avanzar en la mejor coordinación entre

las políticas monetaria y fiscal.

Las nuevas herramientas de la política macroe-

conómica deben incluir el reconocimiento pleno de

pasivos de largo plazo del gobierno, así como la

t r a n s p a rencia de la hacienda pública y la re s p o n s a b i-

lidad fiscal de largo plazo en un contexto de susten-

tabilidad fiscal. También deben avanzar hacia una

contraloría moderna basada no en restricciones ad-

ministrativas, sino en responsabilidades y cumpli-

miento de metas.

El Plan Nacional de Desarrollo reconoce la nece-

sidad de un amplio diálogo nacional para concretar

un conjunto de reformas legales y regulatorias que

incremente la competitividad de la economía y per-

mita la planeación de los actores privados.

Objetivos primordiales para el crecimiento con calidad

Para aprovechar cabalmente la nueva fortaleza, tras-

cender la vulnerabilidad de la economía y transitar
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hacia un verdadero crecimiento con calidad, el go-

bierno se ha propuesto cinco grandes objetivos que

permitan vertebrar las estrategias reconocidas por el

nuevo gobierno hasta el momento y permitan orde-

nar aquellas estrategias y acciones que plantee la so-

ciedad a lo largo de los próximos seis años:

1. Conducir responsablemente la marcha econó-

mica del país.

2. Elevar y extender la competitividad del país.

3. Asegurar el desarrollo incluyente.

4. Promover el desarrollo económico re g i o n a l

equilibrado.

5. C rear condiciones para un desarrollo sus-

t e n t a b l e .

El crecimiento que busca el Plan es un cre c i m i e n-

to con calidad, que ocurra con tasas altas, sostenidas y

estables, y que excluya la re c u rrencia de crisis. Se tra-

ta de un crecimiento ecológicamente sustentable, que

sea capaz de balancear la expansión económica y la re-

ducción de la pobreza con la protección del medio

ambiente; de un crecimiento que avance en la equidad

de oportunidades entre personas, regiones y sectore s .

Es decir, una dinámica que permita generar y canali-

zar recursos suficientes para combatir los rezagos y fi-

nanciar proyectos de inclusión en el desarro l l o .

A continuación se presentan los objetivos y es-

trategias del Ejecutivo federal para pasar de la nueva

fortaleza al crecimiento con calidad. No es un re-

cuento exhaustivo de estrategias, programas e inicia-

tivas, sino la descripción de la estructura que permi-

tirá vertebrar la ejecución de los programas de

gobierno, el rendimiento de cuentas a la ciudadanía

y la incorporación de nuevas iniciativas de la pobla-

ción y de la propia estructura administrativa.

6.3. Objetivos rectores y estrategias

6.3.1. Solidez macroeconómica

Diagnóstico

La economía mexicana ha adquirido una nueva for-

taleza durante los últimos años. Un entorno macroe-

conómico de mayor certidumbre ha constituido el

ambiente propicio para un crecimiento más sólido.

Aunado a ello, la creciente apertura a los flujos inter-

nacionales de comercio y de inversión brinda opor-

tunidades crecientes para transformar ese cre c i m i e n-

to en un mayor bienestar.

Luego de superar la intensa crisis de 1995, Mé-

xico ha mantenido una expansión prolongada, carac-

terizada por un elevado crecimiento económico, la

ampliación de oportunidades de empleo, incremen-

tos de productividad que han constituido la base de

un aumento en las remuneraciones reales, una infla-

ción a la baja, y también por una mayor capacidad de

e n f rentar perturbaciones del exterior a un menor

costo interno. Recientemente, la economía ha pro b a-

do ser capaz de ajustarse, de manera ordenada, al ci-

clo económico mundial, moderando el empuje del

gasto interno a las posibilidades de un entorno inter-

nacional de menor crecimiento.

Durante la segunda mitad de la década de los

noventa, la economía mexicana mantuvo un creci-

miento económico promedio cercano a 5% anual. La

expansión económica estuvo soportada por un sóli-

do incremento en la productividad, resultante a su

vez del dinamismo de la inversión. La productividad

manufacturera se incrementó a una tasa anual cerca-

na a 4%. Este incremento ha hecho posible una re-

cuperación gradual de los salarios reales, compatible

con un elevado dinamismo del empleo.

La inflación ha mostrado una tendencia descen-

dente, que no solamente fue compatible con la ex-

pansión del producto y del empleo, sino que consti-

tuye una de las precondiciones que permitieron esa

expansión. Proseguir en este esfuerzo es un impera-

tivo para garantizar la protección adecuada del bie-

nestar de la población, especialmente de los grupos

de menores ingresos.

Un mayor ahorro interno ha sido complementa-

do por un flujo elevado y estable de recursos exter-

nos de largo plazo. Una estructura más sana en el fi-

nanciamiento del desarrollo le permite a la economía

mexicana enfrentar hoy diferentes factores externos

de inestabilidad de manera ordenada.

Esta nueva fortaleza de la economía mexicana

debe consolidarse y ampliarse. Subsisten debilidades

estructurales que restringen el crecimiento potencial

de nuestro país, amenazan su estabilidad y limitan la

difusión de los frutos del desarrollo. Resulta inacep-

table mantener estos flancos vulnerables de nuestra

economía.
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El común denominador en la serie de crisis re c u-

rrentes que se observ a ron durante las últimas décadas

radica en una muy débil formación de ahorro intern o ,

tanto público como privado. Ello ha limitado el po-

tencial de crecimiento y le ha impreso un carácter

m a rcadamente volátil. Es por eso fundamental corre-

gir el balance fiscal y colocar al sistema financiero en

condiciones de promover el ahorro y su canalización

efectiva a la inversión.

La posición actual de las finanzas públicas con-

tinúa siendo estructuralmente frágil y un lastre para

un crecimiento más dinámico. Si bien el déficit finan-

c i e ro del sector público mejoró moderadamente du-

rante los últimos años, un adecuado re c o n o c i m i e n t o

de los pasivos contingentes gubernamentales re v e l a

un déficit significativamente superior, situación que

cuestiona la sustentabilidad de la actual estru c t u r a

fiscal. Adicionalmente, la dependencia de los ingre-

sos federales de recursos petro l e ros todavía re p re-

senta uno de los principales riesgos para el desempe-

ño económico a mediano plazo. Relacionado a ello,

la productividad tributaria del sistema resulta insufi-

ciente frente a las necesidades de financiamiento que

nos exige el desarro l l o .

El marco tributario vigente contiene deficiencias

severas en materia de equidad y de eficiencia: con

mucha frecuencia, empresas, trabajadores o familias

con una capacidad real de contribución similar en-

frentan cargas muy distintas; por otra parte, ciertas

decisiones de inversión resultan artificialmente alte-

radas por el marco fiscal debido a la existencia de un

sistema complejo y con numerosas preferencias sec-

toriales.

Por lo anterior, resulta imprescindible llevar a

cabo una re f o rma profunda del marco impositivo

que conduzca a la diversificación de los ingresos del

sector público, aumentando el financiamiento por

medio de recursos tributarios y reduciendo su vola-

tilidad. Al mismo tiempo, debe buscarse una mezcla

tributaria más conducente al crecimiento y al ahorro ,

con una estructura capaz de eliminar distorsiones

sectoriales artificiales y de cerrar las fuentes de ine-

quidad existentes.

El financiamiento sano de la acción pública es

uno de los grandes retos que se deben enfrentar de in-

mediato. Este esfuerzo sería incompleto y no re n d i r í a

sus frutos potenciales si no estuviera acompañado de

una transformación de los procedimientos de asigna-

ción y aplicación del gasto público. Alcanzar una ma-

yor eficacia y equidad en la utilización de los re c u r s o s

públicos re q u i e re elevar los criterios de transpare n c i a

y eficiencia en los mecanismos pre s u p u e s t a l e s .

El sistema financiero mexicano no ha podido

consolidarse plenamente. Los fuertes desequilibrios

y desajustes que sufrió a mediados de la década de

los noventa, el rezago estructural y operativo de los

intermediarios y la falta de un marco normativo ade-

cuado han impedido una mayor profundización fi-

nanciera. Adicionalmente, el muy limitado ahorro

i n t e rno, con el mantenimiento consecuente de eleva-

das tasas de interés reales, ha restringido la contribu-

ción del sistema financiero al desarrollo.
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La nueva dinámica del país demanda también la

reforma del sistema financiero para fomentar el aho-

rro, particularmente el de largo plazo y el popular.

Una reforma financiera apropiada debe además me-

jorar los incentivos tanto de los intermediarios finan-

cieros como de los usuarios.

Debe destacarse, al respecto, una de las conse-

cuencias directas del desbalance en las finanzas pú-

blicas: el gobierno, por medio de su deuda interna,

capta un porcentaje muy alto del ahorro interno. Las

implicaciones son significativas. Por un lado, encare-

ce el crédito interno y lo vuelve escaso y, por el otro,

contribuye a fortalecer la dualidad entre las grandes

empresas exportadoras, que tienen acceso a merca-

dos internacionales de capitales, y las pequeñas em-

p resas, que enfrentan la contracción del financia-

miento doméstico. Por ello se re q u i e re una estrategia

simultánea de corrección de las finanzas públicas y

de promoción del sistema financiero.

Objetivo rector 1: conducir responsablemente 
la marcha económica del país

Corresponde al Ejecutivo federal la conducción res-

ponsable de la economía, a fin de establecer condi-

ciones que lleven al logro de mejores condiciones de

vida para la población, mediante un entorno ma-

croeconómico que promueva la estabilidad y la cer-

tidumbre, una mayor eficiencia en la operación de

los mercados y un sistema financiero sólido y efecti-

vo en la canalización del ahorro hacia el financia-

miento del desarrollo.

Estrategias

a]. Coordinar la política fiscal con la política monetaria.

La coordinación entre la política fiscal y la

monetaria constituye un factor clave para elevar el

potencial de crecimiento, al establecer condicio-

nes de cert i d u m b re, y asegurar una evolución más

suave del ciclo económico doméstico frente al in-

t e rnacional. En este contexto, la actual adminis-

tración reitera su respeto a la autonomía del Ban-

co de México y a su compromiso de abatir el

déficit fiscal.

b]. Promover una nueva hacienda pública.

Superar los rezagos sociales, imprimir un mayor

dinamismo al crecimiento económico y extender sus

beneficios entre todos los grupos sociales, no es cues-

tión de reformas aisladas sino de un nuevo enfoque

hacendario. Requerimos una nueva hacienda públi-

ca que se constituya en la herramienta coherente y

comprensiva, capaz de ofrecer soluciones simultá-

neamente en tres aspectos interrelacionados: la me-

jora en la aplicación del gasto público, del marco tri-

butario que lo sustenta y del sistema financiero que

requiere el desarrollo.

La necesidad de fortalecer la postura fiscal me-

diante una mayor recaudación y una programación

más eficiente del gasto público, requiere el impulso

de una nueva hacienda pública que coadyuve al fort a-

lecimiento y estabilidad económica mediante un nue-

vo marco tributario, una re f o rma presupuestaria y una

re f o rma financiera. La nueva hacienda pública plantea

la adopción de un marco tributario eficiente, equita-

tivo, moderno y competitivo; propone una reforma

presupuestaria basada en la modernización del pro-

ceso presupuestal, a fin de garantizar un ejercicio más

eficaz y transparente del gasto público, así como una

reforma financiera que complemente la reforma tri-

butaria en la promoción de la inversión productiva.

A fin de garantizar la responsabilidad y la trans-

p a rencia presupuestal, la nueva hacienda pública pro-

moverá que el gasto público quede sujeto a criterios

de sustentabilidad fiscal; que los desequilibrios del

balance presupuestal, si existen, sean de corto plazo,

y que se puedan establecer metas de mediano plazo

para los indicadores de finanzas públicas. Se amplia-

rá y hará más oportuna la difusión de información

sobre finanzas públicas y se buscará que en el proce-

so de aprobación del presupuesto se eliminen los

factores que crean incertidumbre e inestabilidad.

La nueva hacienda pública no se agota con las re-

formas presentadas por el Ejecutivo al Congreso a

principios del año 2001. Son objetivos centrales ase-

gurar la sustentabilidad fiscal de largo plazo con el

pleno reconocimiento de los pasivos contingentes y

probables que confronta el gobierno. Este objetivo

responde a la responsabilidad intergeneracional que

se asocia a la transición demográfica y al aprovecha-

miento del bono demográfico. También son objeti-

vos de mediano plazo para la re f o rma hacendaria
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fortalecer el control y la administración tributarios

no sólo en el nivel federal sino también en el de los

estados y municipios, sentando las bases para el ver-

dadero federalismo que permita redistribuir faculta-

des y recursos en busca de una mayor eficiencia y

una atención más cuidadosa de las necesidades ciu-

dadanas.

c]. Promover esquemas de regulación y supervisión efi-

caces en el sistema financiero.

La presente administración asume el compro m i-

so de construir un marco regulatorio y de superv i s i ó n

que sea eficaz, que se apoye en bases de datos como

h e rramientas seguras de consulta, que no discrimine

a ningún tipo de intermediario, que promueva el de-

s a rrollo del sistema y que proteja cabalmente los de-

rechos de los usuarios. De acuerdo con esta lógica, se

establecerán las bases para que el sistema esté bien

capitalizado y administrado con criterios de alta efi-

ciencia y honradez. De la misma manera, se pro m o-

verán las condiciones para que el sistema financiero

mexicano sea competitivo en el ámbito intern a c i o n a l .

Para llevar a cabo esta propuesta se realizarán las

siguientes acciones: disminuir los costos de re g u l a c i ó n

e intermediación en beneficio de los usuarios del sis-

tema financiero; impulsar su competitividad dotando

de un marco normativo financiero que fomente sanas

prácticas corporativas en las instituciones financieras;

establecer medidas de alerta temprana para pre v e n i r

distorsiones futuras que protejan a las minorías y evi-

ten la existencia de conflictos de interés, y llevar a ca-

bo acciones encaminadas a contrarrestar el delito de

operaciones con recursos de procedencia ilícita, fenó-

meno que distorsiona la actividad económica y co-

rrompe el marco legal.

d]. Impulsar una banca comercial sólida y eficiente.

Se aplicarán las medidas necesarias para que la

banca comercial retome su crítico papel como ofe-

rente de recursos crediticios. Asegurar un entorno

macroeconómico de mayor certidumbre constituye

la condición necesaria para una mayor profundiza-

ción bancaria. Al mismo tiempo, debe avanzarse en

el fortalecimiento de la seguridad jurídica para que

estas instituciones puedan cumplir adecuadamente

con su función, particularmente importante en el fi-

nanciamiento de la pequeña y mediana empresas.

Se realizarán mejoras en la regulación enfocadas

a que la banca aproveche economías de escala, am-

plíe su cobertura geográfica, ofrezca productos de

vanguardia y servicios de mejor calidad, tome venta-

ja de las oportunidades de bursatilización de la car-

tera de crédito, agilice y facilite la formalización de

créditos, sin menoscabo de una adecuada adminis-

tración de riesgo, disminuya riesgos, evite conflictos

de interés y aumente su capitalización.

e]. Fortalecer a los intermediarios no bancarios y cons-

truir una cultura del seguro en México.

La promoción del ahorro y el financiamiento es

de suma importancia para alcanzar los objetivos eco-

nómicos trazados. Es necesario fortalecer a los inter-

mediarios no bancarios y abrir el espectro de posibi-

lidades para que el ahorrador o el acreditado tengan

acceso a una gama más amplia de instrumentos fi-

nancieros. Lo anterior permitirá una sana competen-

cia en el sistema financiero mexicano, así como la ob-

tención de mejores rendimientos y servicios para los

usuarios.

Garantizar seguridad a los mexicanos en caso de

e n f e rmedades, accidentes, fallecimiento o pérd i d a

de sus bienes es prioridad para el presente gobierno.

Por ello, se crearán incentivos para que los esquemas

de seguros se extiendan a la mayor parte posible de

la población con criterios de seguridad, claridad en

las condiciones pactadas y primas accesibles.

f]. Crear la banca social.

La nueva banca social tendrá dos lineamientos

esenciales. En primer término, ordenar el sector de

ahorro y crédito popular, dotándolo de un marco

normativo adecuado que le dé transparencia y segu-

ridad; formar un sistema de supervisión acorde con

las características propias del sector y establecer cri-

terios contables similares a los del resto de los inter-

mediarios.

Con esta iniciativa se busca evitar nuevos episo-

dios de crisis y crear confianza en los sistemas finan-

c i e ros, para lo cual se impulsará la creación de un se-

g u ro de depósito que garantice los recursos ahorr a d o s
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en el sistema de ahorro y crédito popular. Para alcan-

zar una mayor eficiencia y economías de escala, se

p romoverá, sin descuidar sus funciones, la transfor-

mación de instituciones relacionadas, a fin de apro v e-

char las posibilidades de apoyo al sector.

El segundo lineamiento será estimular pro y e c t o s

productivos viables a fin de aprovechar el potencial

brindado por el entusiasmo y las ideas creativas de

personas que carecen de apoyo financiero. Para ello,

se destinarán recursos mediante microcréditos que

impulsen las ideas productivas y emprendedoras de

los mexicanos que deseen mejorar su economía. Los

proyectos productivos viables que surjan como ini-

ciativa de las personas, familias o comunidades con-

tarán con financiamiento accesible. Cabe destacar

que este programa dará incentivos a la formalidad

c o m e rcial y fiscal de los negocios que sean apoyados.

g]. Reactivar la banca de desarrollo.

Se establecerán las bases para que la banca de

d e s a rrollo cumpla con su función de pro p o rcionar fi-

nanciamiento a aquellos sectores que por imperfec-

ciones del mercado no son atendidos por interme-

diarios financieros privados. En este orden de ideas,

la banca de desarrollo resulta crítica para garantizar

un adecuado servicio a la empresa pequeña y media-

na en sus necesidades de desarrollo de tecnología, in-

versión y comercio exterior. A fin de garantizar esta

función, se adoptarán políticas para elevar la eficien-

cia de estas instituciones de crédito, así como para

t r a n s p a rentar su función. Resulta crucial también

vincular sus actividades con las de otras entidades

que influyen en las estrategias de desarrollo y com-

petitividad.

La nueva banca de desarrollo contará con una

administración sustentada en criterios de honradez y

altos estándares de buen gobierno, que garanticen la

canalización eficiente de recursos y esfuerzos hacia

actividades con una elevada rentabilidad social. Ade-

más, se incrementará su capacidad de operación y se

ampliará su cobertura, privilegiando la unión de es-

f u e rzos con la banca comercial para optimizar la asig-

nación de crédito.

A fin de dotar a la banca de desarrollo de una

mayor capacidad de respuesta, se establecerán dire c-

trices para que cada institución pueda aprobar sus

propios presupuestos generales, de acuerdo con los

parámetros presupuestales de la administración pú-

blica federal y las necesidades reales de cada sector

que se apoya. En este sentido, se fortalecerán los con-

sejos directivos de cada institución, dotándolos de

un régimen más robusto de atribuciones y responsa-

bilidades, que haga más eficiente el uso de los recur-

sos y mejore la administración de riesgos.

Para el sector rural se crearán esquemas financie-

ros que incluyan criterios de conservación y que es-

timulen el desarrollo de actividades alternativas que

promuevan la creación de un mayor valor agregado

en el sector. Se integrarán todos los esfuerzos y pro-

gramas existentes, con el fin de optimizar su poten-

cial de financiamiento y evitar la dispersión en sus

objetivos de fomento. Las diferentes instituciones

financieras de la administración pública federal de-

berán desarrollar acciones conjuntas para crear los

incentivos que el sector rural mexicano requiere, ga-

rantizando una oferta de financiamiento con tasas y

condiciones accesibles y competitivas que permitan

aprovechar el potencial de desarrollo rural.

Asimismo, se creará una entidad financiera cuyo

objetivo fundamental será pro m o v e r, mediante el

o t o rgamiento de créditos y garantías, la constru c c i ó n

y adquisición de viviendas de interés social, así como

la bursatilización de carteras hipotecarias generadas

por intermediarios financieros. Dicha entidad será la

e n c a rgada de conducir un esfuerzo amplio y bien

c o o rdinado de todos los sectores que participan en el

sector de la construcción y promoción de la vivienda.

‘

h]. Impulsar la eficiencia en el mercado de valores.

El desarrollo de los mercados de capitales es crí-

tico a fin de ofrecer a ahorradores e inversionistas

una mayor diversidad de instrumentos financieros, y

ampliar al mismo tiempo el desarrollo de productos

de ahorro y las fuentes de financiamiento de los in-

versionistas.

Una característica común de los sistemas finan-

cieros de países desarrollados es la canalización de

una buena parte del ahorro mediante mercados de

capitales eficientes. Un mercado eficiente es aquél en

el que los ahorradores encuentran una gran diversi-

dad de instrumentos financieros a su disposición pa-

ra conformar su cartera de inversión y, simultánea-
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mente, los demandantes de recursos pueden tener

acceso a diversas formas de financiamiento según las

características específicas de sus proyectos, todo ello

con bajos costos de intermediación.

El primer paso para construir un mercado de va-

lores eficiente y robusto es asegurar que los derechos

básicos de los ahorradores que compran acciones o

títulos de deuda sean cabalmente respetados, por pe-

queña que sea la inversión realizada, y en caso de no

ser así, que existan los recursos legales para que los

ahorradores puedan hacerlos valer. La protección de

los derechos de inversionistas minoritarios significa

la existencia de un marco regulatorio y de imparti-

ción de justicia que garantice un trato equitativo en-

tre las inversiones de los grandes socios capitalistas y

aquel provisto por los pequeños ahorradores.

Para que cada ahorrador tenga acceso a esa va-

riedad de instrumentos financieros que le perm i t a n

obtener los mejores rendimientos disponibles en el

m e rcado, sin que ello suponga incurrir en altos cos-

tos de intermediación, así como para facilitar la

defensa de sus derechos, es necesario fomentar el

c recimiento de intermediarios financieros no banca-

rios. Son precisamente este tipo de interm e d i a r i o s

–principalmente sociedades de inversión, asegura-

doras y fondos de pensiones– los que en otros paí-

ses del mundo han hecho posible canalizar el aho-

rro familiar al financiamiento de grandes y re n t a b l e s

p royectos de inversión, asegurando a la vez un alto

rendimiento para sus clientes. Para impulsar el de-

s a rrollo de intermediarios financieros no bancarios

es preciso garantizar un manejo transparente y pro-

fesional de los recursos por parte de los administra-

d o res de fondos, asegurando que los incentivos de

éstos sean tales que vean siempre por los intere s e s

de los ahorr a d o res, y promover la existencia de ca-

nales de distribución eficientes que permitan a pe-

queños y medianos inversionistas tener acceso al

m e rcado de valores por medio de sociedades de in-

versión, fondos de pensiones y seguros de vida y de

p e n s i o n e s .

Conforme crezcan los recursos invertidos en es-

tos intermediarios no bancarios, también conocidos

como “inversionistas institucionales”, las empresas

tendrán acceso a un mayor volumen de financia-

miento vía la emisión de capital y deuda en el mer-

cado de valores. Además, dado que los recursos in-

termediados por las compañías de seguros y fondos

de pensiones tienen un carácter de largo plazo, son

precisamente los recursos captados por éstos los que

permitirán incrementar la inversión en proyectos de

l a rga maduración, entre los que destacan las obras de

infraestructura básica que aún requiere el país.

Por su parte, un desarrollo más profundo del

mercado de deuda pública es necesario para sentar

las bases sobre las cuales puede desarrollarse aún

más el mercado de deuda privada. En particular, el

Ejecutivo federal buscará establecer las condiciones

que le permitan emitir instrumentos de largo plazo,

privilegiando aquéllos a tasa fija ya sea denominados

en pesos o en udis, sentando así las bases para con-

vertir el mercado de deuda privada en una alternati-

va de financiamiento efectiva para las empresas y go-

biernos estatales y municipales del país.

Dos aspectos adicionales que deben ser impulsa-

dos para consolidar el desarrollo del mercado de va-

l o res son la liquidez en los mercados secundarios de

v a l o res y el crecimiento y sofisticación de los merc a-

dos de derivados. La liquidez del mercado secunda-

rio re f u e rza la demanda por instrumentos financiero s

de largo plazo, aun por parte de instituciones distin-

tas a las aseguradoras y fondos de pensiones, mientras

que la existencia de productos derivados permite dis-

tribuir de manera más eficiente el riesgo financiero ,

disminuyendo así la vulnerabilidad de los ahorr a d o-

res ante eventos inesperados.

En la medida que se logre crear un mercado de

valores nacional más eficiente y profundo, el ahorro

generado en el país podrá ser mejor canalizado y por

ende tener un mayor efecto en la creación de rique-

za, empleos y bienestar en el país.

i]. Promover la productividad del sector público.

El sector público debe convertirse en un impul-

sor de la eficacia y la transformación estructural de la

economía mexicana. Una forma central de hacerlo

consiste en aumentar la eficiencia en el gasto y la uti-

lización de instrumentos que promuevan el buen

funcionamiento de los mercados domésticos. Esta

función va más allá de la ampliación de plazos y el

análisis más detallado del presupuesto federal. Se re-

quiere transitar a presupuestos de mediano plazo y

aumentar el gasto público en áreas de alto beneficio
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marginal, en lo económico y en lo social, como son

la educación y la infraestructura básica.

La productividad del sector público también re-

quiere fortalecer la flexibilidad y autonomía para la

toma de decisiones por los funcionarios del gobier-

no, al tiempo que se fortalecen los mecanismos para

el rendimiento de cuentas y la evaluación del desem-

peño. Las oportunidades de fomentar la capacita-

ción y la flexibilidad laboral son muy grandes y los

beneficios pueden ser también muy significativos.

O t ro medio de incrementar la eficacia del gobier-

no es el desarrollo de los mercados en que part i c i p a

como comprador de bienes o como usuario o pro v e e-

dor de servicios. La importancia de estos mercados es

muy grande y su mayor transparencia puede ayudar

a obtener valiosa información para la toma de deci-

siones de los actores privados. La adopción de con-

tratos intragubernamentales explícitos y la amplia-

ción de la competencia en la contratación externa de

s e rvicios permiten avanzar en la dirección señalada.

El uso de indicadores de desempeño ligados a están-

d a res bien definidos es otra forma de re f o rzar la pro-

ductividad del gobiern o .

j]. Desarrollar nuevos instrumentos para el control de

riesgos y la promoción de la estabilidad.

Es responsabilidad de este gobierno reforzar la

nueva fortaleza de la economía con el fin de atender

las deficiencias estructurales e incrementar la tasa de

crecimiento de una manera sostenible.

También es función de la acción pública buscar

nuevos instrumentos de política para confrontar ries-

gos y promover la estabilidad. Entre éstos destacan:

la operación del fondo de estabilización petrolera; la

p rogramación cuidadosa y multianual del balance

entre deuda externa e interna, así como los requeri-

mientos de liquidez; la ampliación de plazos de ins-

trumentos de deuda interna nominal; la promoción

del ahorro privado de largo plazo; la eliminación de

las imperfecciones de los mercados financieros, espe-

cialmente de mediano y largo plazos, y la adopción

de instrumentos modernos y transparentes para la

detección temprana y la administración de los ries-

gos de la hacienda pública, los flujos de divisas y las

demás variables en que influye directamente el go-

bierno.

6.3.2. Competitividad

Diagnóstico

La competitividad de la economía mexicana se ha

fortalecido considerablemente durante los últimos

años. La extensa, rápida y profunda apertura a los

flujos del comercio y del capital y diversas reformas

al marco institucional y regulatorio han ejercido un

efecto amplificador de las ventajas inherentes con las

que ya contaba nuestra economía, tales como la dis-

ponibilidad de una fuerza de trabajo con experiencia

y una posición geoeconómica privilegiada.

México ha realizado esfuerzos importantes para

insertarse competitivamente en la nueva economía

global. La adopción de acuerdos comerciales, como

los tratados de libre comercio con América del Nor-

te y con la Unión Europea, ha constituido una pode-

rosa herramienta para promover el comercio, la in-

versión y el empleo. La apertura ha ido a la par con

el incremento de la competitividad de las empresas

orientadas a la producción de bienes comerciables.

México tiene hoy la oportunidad de aprovechar

plenamente el acceso preferencial logrado mediante

los acuerdos comerciales firmados con 32 naciones

de tres continentes. Con ello puede no sólo lograrse

una mayor captación de inversión extranjera –la cual

alcanzó más de 84 000 millones de dólares en el pe-

riodo 1994-2000– sino también penetrar en nuevos

m e rcados, diversificando su comercio, incorporando

nuevas tecnologías y mejores sistemas de administra-

ción en las empresas.

Durante los últimos cinco años, el sector expor-

tador ha logrado un crecimiento promedio de 16%,

y actualmente equivale a 30% del PIB. Sin embargo,

las exportaciones se han concentrado en las grandes

empresas y el espectro de productos exportables es

reducido en comparación con su potencial. El au-

mento observado recientemente en la competitivi-

dad mexicana, aunque ha sido considerable, también

ha sido asimétrico: sectorialmente se ha centrado en

la producción de bienes comerciables, regionalmen-

te se ha concentrado en algunas regiones con voca-

ción exportadora, y ha excluido de sus beneficios a

segmentos importantes de la fuerza de trabajo.

A pesar de los beneficios considerables que la

mayor competitividad mexicana ha traído en em-
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pleo y bienestar es necesario alcanzar una mayor di-

fusión de la competitividad a fin de garantizar un

mayor potencial de crecimiento –al reducir los cos-

tos reales que hoy enfrenta el sector productor de

bienes comerciables– y una mayor difusión de los be-

neficios del crecimiento, al extender sus beneficios a

regiones y personas hasta hoy excluidas de este pro-

ceso. Ampliar y diversificar mercados, imprimir una

mejor regionalización del desarrollo e incorporar e

integrar nuevas empresas a la actividad exportadora,

son algunos de los retos.

México enfrenta todavía grandes rezagos en su

m a rco jurídico, en infraestructura física, en capacita-

ción e inversión en capital humano, y en el esfuerzo

en investigación y desarrollo, que influyen desfavo-

rablemente en la competitividad. El reto no es sola-

mente mejorar gradualmente en estos renglones sino

alcanzar, en el corto plazo, los niveles que han logra-

do nuestros socios comerciales. En efecto, el ritmo

potencial de crecimiento podría estrangularse sin

una inversión considerable en infraestructura, en ca-

pacitación y en desarrollo tecnológico.

México requiere una profunda revisión y actua-

lización del marco legal vigente, que le permita res-

ponder a cabalidad a la nueva dinámica económica

nacional y a los estándares internacionales en co-

mercio y tecnología. Con reformas adecuadas, la ac-

ción pública habrá de facilitar el desarrollo económi-

co, reduciendo el costo de aplicación de los contratos

y ofreciendo la seguridad jurídica necesaria para el

desarrollo de las empresas.

A fin de enfrentar el creciente volumen de acti-

vidad industrial y comercial que se desarrolla en

nuestro país, y aprovechar plenamente las oportuni-

dades de inversión y creación de empleo que ello im-

plica, se requiere una inversión considerable en in-

f r a e s t ructura. Seguir postergando la inversión en este

campo deriva en elevados costos en términos del de-

s a rrollo, al inhibir la inversión y las oportunidades de

los emprendedores. México ocupó, en el año 2000,

la posición número 38 en cuanto a infraestructura

básica mundial, por lo que se requerirán altos nive-

les de inversión para mejorar este factor de competi-

tividad.

Entre los factores que deben subsanarse se en-

cuentran los rezagos que presenta la red carretera,

sobre todo en los 14 corredores que constituyen la

columna vertebral del sistema carretero nacional. En

particular, resaltan problemas de conexión entre las

principales ciudades y los puertos marítimos y fron-

terizos, que reducen la eficiencia del transporte, au-

mentan sus costos y penalizan la competitividad de

la economía en su conjunto.

Subsisten también rezagos en el mantenimiento

de la red federal de carreteras. El hecho de que más

de la mitad de su longitud se halle en condiciones

malas o regulares provoca un incremento en los cos-

tos de mantenimiento de los vehículos que circulan

por ella.

Los servicios públicos administrados por el Eje-

cutivo federal re q u i e ren inversiones considerables

para enfrentar los retos del desarrollo. En part i c u l a r,
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el marco normativo y regulatorio de la industria eléc-

trica re q u i e re una revisión profunda a fin de re s p o n-

der al crecimiento previsible de la demanda. Esto no

implica la privatización de empresas paraestatales si-

no una inversión privada complementaria.

La industria petroquímica y la de gas natural re-

quieren también transformaciones importantes que

alienten una mayor inversión. Para lograrlo es nece-

sario ampliar las posibilidades de inversión privada,

re e s t ructurar la cartera de proyectos, eliminar los

obstáculos que impiden o dificultan la integración de

cadenas productivas, y promover la ejecución de

proyectos de interconexión de electricidad y gas na-

tural en ambas fronteras.

Por lo anterior, es necesario explorar nuevas po-

sibilidades de inversión pública y privada, sin perd e r

de vista que el gasto en infraestructura debe respon-

der a criterios de beneficio social y de eficiencia en la

asignación de recursos.

Habilidad y conocimiento son dos herramientas

indispensables para triunfar en la nueva economía.

La experiencia internacional señala que la formación

de recursos humanos se ha convertido en un elemen-

to clave en la captación de nuevas inversiones y en el

a p rovechamiento de las oportunidades que brinda el

comercio para elevar y difundir sus beneficios.

En México, buena parte de la población no tie-

ne acceso a una educación de calidad, competitiva

en las nuevas posibilidades que el desarrollo tecno-

lógico ofrece. Es necesario adoptar una estrategia

que permita a los trabajadores mexicanos contar con

una capacitación continua que fortalezca el uso y

a p rovechamiento de las nuevas tecnologías. En el

mundo moderno, la capacitación continua constitu-

ye la mejor garantía de seguridad y pro g reso para el

t r a b a j a d o r.

La experiencia económica comparativa muestra

que el esfuerzo en investigación y desarrollo científi-

co y tecnológico se traduce en ventajas competitivas

reales para los sectores y las economías que aceptan

este reto. La carencia de recursos adecuados ha pro-

piciado que la inversión pública mexicana en inves-

tigación y desarrollo se mantenga en niveles inferio-

res a 0.5% del PIB.

La identificación, en un programa nacional, de

las necesidades de normalización a mediano y lar-

go plazos, así como la armonización con estándare s

i n t e rnacionales, llevarán a la actualización y mejo-

ra permanente del sistema de normalización y eva-

luación de la conformidad. Como consecuencia, se

elevará la competitividad de la industria y del co-

m e rcio en los ámbitos nacional e internacional, y se

fomentará la aceptación de productos mexicanos

de calidad en el mercado global. El fort a l e c i m i e n t o

del sistema de metrología legal brindará seguridad

a la industria y a los consumidores finales, al garan-

tizar la medición exacta de sus transacciones co-

m e rc i a l e s .

Un elemento que brinda fortaleza a la economía

doméstica es el adecuado eslabonamiento de las ca-

denas productivas. Para afianzarlas, se requiere me-

jorar el sistema financiero, que en el caso de México

no cuenta con las condiciones que permitan ofrecer

tasas de interés competitivas para los sectores pro-

ductivos y para las micro, pequeñas y medianas em-

presas.

Objetivo rector 2: elevar y extender 
la competitividad del país

Elevar y ampliar la competitividad del país es una

condición necesaria para alcanzar un cre c i m i e n t o

más dinámico y para garantizar que éste conduzca a

un desarrollo incluyente. Corresponde al Estado pro-

mover las condiciones para la inserción competitiva

de México en la economía global. En el marco de una

nueva cultura laboral y empresarial, se propone una

política de competitividad industrial capaz de crear

las condiciones para extender la competitividad a to-

do el espectro sectorial y regional, no plenamente

aprovechado todavía, ofreciendo una disponibilidad

oportuna y eficaz de infraestructura, una adecuada

oferta de educación y de capacitación para el trabajo

productivo, un mayor esfuerzo de desarrollo tecno-

lógico y científico y un marco de regulación más fle-

xible.

Estrategias

a]. Promover el desarrollo y la competitividad sectorial.

La competitividad es fundamental para permitir

una participación exitosa de México en la economía
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global. Los esfuerzos deben orientarse a eliminar las

dificultades que inhiben la competitividad y la inte-

gración de cadenas de valor, y a establecer una inten-

sa competencia de mercado en sectores aún no total-

mente inmersos en ella.

Una actividad fundamental del gobierno para

apoyar la competitividad consiste en establecer un

adecuado marco institucional que contemple un am-

biente político y económico estable; con regulacio-

nes actualizadas y simples que ofrezcan seguridad ju-

rídica para el establecimiento, promoción, desarro l l o

y mantenimiento de las empresas, especialmente de

las micro, pequeñas y medianas.

Para coadyuvar al desarrollo del mercado intern o

se fortalecerá un sistema de distribución comerc i a l

eficaz que permita a la población mejores condiciones

de acceso a bienes y servicios, basado en la competi-

tividad de las empresas, poniendo especial énfasis, de

nuevo en las medianas y pequeñas y en las que se ubi-

can en regiones de menor desarrollo económico.

Se buscará el fortalecimiento de cadenas de va-

lor. Se promoverá la integración de aquellas empre-

sas que se mantienen rezagadas, en el desarrollo de

tecnología y en la integración en cadenas de valor,

con las empresas nacionales de vanguardia, inserta-

das exitosamente tanto en el comercio interior como

en el exterior. El desarrollo de cadenas de proveedo-

res y distribuidores con esquemas eficaces de comer-

cialización ofrece oportunidades que no deben desa-

provecharse.

Una oferta competitiva de servicios de comuni-

caciones y transportes es un elemento imprescindi-

ble para apoyar la competitividad general de nuestra

economía. En el mundo moderno, servicios ágiles de

comunicación y un buen sistema de transporte per-

miten la integración de los mercados y las cadenas de

v a l o r, son determinantes de los costos de pro d u c c i ó n

y distribución y se traducen en valiosas economías de

escala. Por estas razones, es fundamental asegurar la

modernización y expansión de la infraestructura, así

como la calidad en la prestación de los servicios de

comunicaciones y transportes. En esta tarea, y ante la

restricción presupuestaria que enfrenta el gobierno,

será fundamental buscar en los próximos años es-

quemas alternativos de financiamiento que perm i t a n

allegarse los recursos necesarios para estos fines.

El sector energético debe contar con una regula-

ción moderna y transparente que garantice la calidad

en el servicio, así como precios competitivos. Por

ello, es necesario asegurar recursos para que las em-

presas públicas del sector puedan cumplir sus obje-

tivos, facilitar la competencia e inversión y pro m o v e r

la participación de empresas mexicanas en los pro-

yectos de infraestructura energética. Las empre s a s

públicas implantarán esquemas de desarrollo de pro-

veedores nacionales de los bienes y servicios que re-

quieran para su gestión y desarrollo.

El desarrollo agropecuario y pesquero es funda-

mental para elevar el bienestar de segmentos impor-

tantes de la población. Mejorar sustancialmente la

a p o rtación de estos sectores al desarrollo re q u i e re in-

tegrar las actividades agropecuarias y pesqueras a ca-

denas de valor más amplias, que hagan posible au-

mentar la inversión, elevar la creación de empleos y

los salarios. Se necesita una estrategia integrada que

incluya una disponibilidad adecuada de crédito por

medio de un sector financiero rural sólido, ordena-

do y con amplia penetración en el campo mexicano,

e integrar cadenas de valor que permitan aprovechar

cabalmente las oportunidades de negocio, maximi-

zando los beneficios para todos los part i c i p a n t e s .

Mediante nuevos conocimientos y tecnologías de

avanzada, se buscará que los productos agropecua-

rios mexicanos cumplan las más estrictas normas de

calidad y certificación de inocuidad internacionales.

La vivienda digna para todos los mexicanos es

una de las más altas prioridades del Estado. La cali-

dad y continuidad de este esfuerzo sólo se podrá ase-

gurar mediante el compromiso y permanencia de los

actores con el fin de reducir el gran déficit de vivien-

da que existe en el país, en calidad y cantidad.

La industria de la construcción ocupa de mane-

ra directa a 2.2 millones de personas y transmite

efectos multiplicadores sobre 21 ramas industriales

que crean empleo adicional. Por esa razón, el Conse-

jo Nacional de Vivienda será el instrumento princi-

pal para definir y ejecutar este cambio estructural,

mediante acciones encaminadas a articular el abasto

de suelo, con servicios básicos e infraestructura ur-

bana, requerido como insumo en la construcción de

vivienda. Además, buscará mejorar el proceso cons-

tructivo promoviendo medidas que desregulen, des-

graven y agilicen la edificación habitacional. El Con-

sejo también se enfocará al ámbito financiero, para
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que se desarrollen esquemas de financiamiento que

apoyen a más familias en la obtención de créditos hi-

potecarios, así como al desarrollo de un mercado hi-

potecario que incorpore al sistema financiero y a los

mercados de capital.

El éxito de esta estrategia requiere, asimismo, la

homologación y articulación de los programas de los

o rganismos nacionales y estatales de vivienda, así co-

mo la corresponsabilidad de definir y aportar subsi-

dios federales, estatales y municipales a las familias

de menores ingresos.

El sector turismo es una prioridad del Estado

mexicano y éste se ha propuesto asegurar su capaci-

dad competitiva. Se buscará desarrollar y fortalecer la

o f e rta turística para consolidar los destinos turísticos

tradicionales y diversificar el producto turístico na-

cional, aprovechando el enorme potencial con que

cuenta México en materia de recursos naturales y

culturales.

En el sector minero se fomentará un mejor apro-

vechamiento de los recursos, mediante el perf e c c i o-

namiento del marco normativo y la aplicación de pro-

gramas de apoyo técnico y financiero para facilitar la

identificación de nuevos yacimientos minerales, pa-

ra diversificar la producción y para incrementar la

competitividad de las empresas mineras, principal-

mente las de menor tamaño.

b]. Crear infraestructura y servicios públicos de calidad.

La infraestructura y los servicios públicos son un

factor clave para la competitividad de los sectores

económicos y para elevar la productividad general.

En materia de infraestructura, se impulsarán la

inversión y el financiamiento privados, mediante la

creación de marcos regulatorios transparentes, equi-

tativos y que fomenten la competencia entre los par-

ticipantes en los mercados. Se buscará estructurar,

coordinar y financiar los proyectos de inversión que

sean socialmente rentables. Se apoyará a los estados

y municipios en el fortalecimiento de las áreas de pla-

neación de inversiones, para que cuenten con las

condiciones e incentivos necesarios que impulsen la

participación del sector privado en el desarrollo y el

mejoramiento de la infraestructura pública y los ser-

vicios que el sector productivo requiere para su efi-

caz operación.

En materia de energía, el objetivo para 2006 es

contar con empresas energéticas de alto nivel con ca-

pacidad de abasto suficiente, estándares de calidad y

precios competitivos. En términos de energía eléctri-

ca, se deben generar flujos de electricidad eficaces y

suficientes ante la creciente demanda. En cuanto a

los hidrocarburos, se incrementará su oferta y au-

mentará la capacidad de refinación a menores costos.

Para mejorar la infraestructura de transporte (ca-

rre t e ro, ferroviario, marítimo y aéreo) se pretende in-

tegrar un sistema intermodal que facilite su interco-

nexión, para que la decisión de su uso dependa del

costo relativo del servicio y no de las dificultades de

interconexión de la infraestructura. Se construirán

las instalaciones requeridas en la región Sur-Sureste

para intercambiar con facilidad tipos de transporta-

ción, de manera que no se afecten mayormente los

tiempos de entrega de mercancías cuando se presen-

ten fenómenos climáticos adversos.

Se promoverá con el sector privado la construc-

ción de una red de carreteras con alta capacidad pa-

ra accesos a corredores industriales y de abasto, así

como la implantación de un buen servicio de mante-

nimiento a la infraestructura.

Será necesario ampliar la cobertura y calidad de

los servicios de agua de riego y potable, alcantarilla-

do y saneamiento, en los puntos geográficos donde

el beneficio marginal sea mayor, así como promover

el uso más eficaz del recurso en el sector agropecua-

rio para liberar volúmenes para otros usos.

También se continuará con la modernización de

los registros públicos de la propiedad y de comercio

y se buscará el intercambio interinstitucional de in-

formación.

En términos de la infraestructura de la nueva eco-

nomía, el gobierno desempeña un papel import a n t e

en la adopción generalizada de tecnología digital del

país. Para ello, el gobierno desarrollará un sistema na-

cional para que la mayor parte de la población pueda

tener acceso a las nuevas tecnologías de la inform á t i-

ca, y que éstas sean el vehículo natural que interc o-

munique a los ciudadanos entre sí, con el gobierno y

con el resto del mundo. Este sistema, llamado “e- m e-

xico”, incluye servicios de educación, salud, econo-

mía, gobierno y otros servicios a la comunidad.

Dentro de este sistema, existirá una sección de

“e- g o b i e rno”, la cual ofrecerá al ciudadano difere n t e s
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servicios y trámites de ventanilla, que agilice y trans-

parente la función gubernamental. Este subsistema

permitirá también, entre otros servicios, establecer

un contacto directo con los contratistas y proveedo-

res del gobierno, logrando reducir gastos y costos, así

como transparentar los procesos de compra-venta

gubernamentales y combatir la corrupción.

c]. Formación de recursos humanos y una nueva cultu-

ra empresarial.

Uno de los factores más importantes en materia

de competitividad es la existencia de recursos huma-

nos calificados. Por ello, para lograr el crecimiento

con calidad es de vital importancia el impulso a la ca-

pacitación y asistencia técnica oportuna y de calidad

en los procesos de producción, distribución y comer-

cialización; el desarrollo de habilidades gerenciales

para una adecuada y oportuna toma de decisiones en

aspectos como dirección, logística, operaciones, con-

tabilidad y gestión; el involucramiento de trabajado-

res de planta y administrativos entre sí, para el plan-

teamiento de problemas, soluciones y propuestas de

crecimiento; la creación de esquemas de incentivos

por productividad; el establecimiento de una cultu-

ra de competitividad, así como la promoción de una

educación para el consumo tanto individual, como

de las empresas y el país.

Otra vertiente de esta estrategia es la creación de

una nueva cultura empresarial, basada en la eficacia,

en la eliminación de prácticas anticompetitivas y de

restricciones al buen funcionamiento de los merca-

dos para así contrarrestar el poder sustancial de los

agentes económicos en determinados mercados im-

portantes, que contribuya al crecimiento económico

sostenido y sustentable, y permita crear más y mejo-

res empleos.

La política exterior se debe convertir en un ins-

t rumento central para lograr las metas del desarro l l o

económico y social de México. Es esencial intensifi-

car la capacitación a empresarios en las técnicas de

i n t e rnacionalización (exportaciones o inversión ex-

tranjera directa); elaborar una política comercial co-

h e rente con las oportunidades que brinda el comer-

cio internacional; impulsar la instalación de empre s a s

nacionales e internacionales que aprovechen la voca-

ción y destrezas de la población, creen empleos bien

remunerados e impulsen la creación de mercados lo-

cales y regionales con perspectivas de export a c i ó n ;

vincular cadenas productivas nacionales e intern a c i o-

nales, mediante la identificación de procesos con los

m e n o res costos marg i n a l e s .

Para ampliar las capacidades y oport u n i d a d e s

empresariales se deberá contar con un sistema sóli-

do de financiamiento para apoyar iniciativas pro d u c-

tivas de personas y grupos sociales organizados de

bajos ingresos, y para promover el autoempleo y el

desarrollo de microempresas viables, sustentables y

competitivas en su entorno. Estos pequeños nego-

cios pueden aportar un gran caudal de creatividad y

flexibilidad. Además, con el nuevo esquema de apo-

yo se asegurará su incorporación a la economía for-

mal, de manera que puedan convertirse en empresas

eficaces, creadoras de empleo e integradas a las cade-

nas productivas existentes.

d]. Impulsar una nueva cultura laboral y una reforma

del marco laboral que amplíe las oportunidades de desa-

rrollo de los trabajadores.

Es necesario desarrollar una nueva cultura labo-

ral que promueva el trabajo como expresión de la

dignidad de la persona, para lograr su plena realiza-

ción y para elevar su nivel de vida y el de su familia.

Esta nueva cultura laboral procurará condicio-

nes de empleo digno y bien remunerado, así como

una reforma laboral integral incluyente. Para lograr-

lo, se profundizarán los programas de capacitación y

desarrollo de asistencia técnica para trabajadores de-

sempleados y en activo; se propiciará la transparen-

cia en las relaciones entre obreros, patrones y gobier-

no, y se difundirán los valores de la nueva cultura

laboral para crear un clima propicio a la productivi-

dad y a la competitividad.

La base de este nuevo esquema laboral es pro-

mover el espíritu emprendedor para la generación de

empleo y autoempleo en todos los sectores de la po-

blación, tanto empleados como desempleados, in-

cluyendo a los actualmente marginados del proceso

como los discapacitados y las personas de la tercera

edad.

Asimismo, la reforma laboral deberá propiciar

un marco flexible, promotor del empleo y del mejo-

ramiento salarial. En un mundo donde la competen-
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cia es intensa y global, resulta fundamental crear un

frente común entre trabajadores, empresas y autori-

dades a favor de la competitividad, de la certeza ju-

rídica y de la capacitación permanente.

e]. Promover una inserción ventajosa del país en el en-

torno internacional y en la nueva economía.

México forma parte de una red internacional de

acuerdos comerciales y de inversión, y participa en

foros comerciales multilaterales y regionales, que re-

presentan una amplia gama de oportunidades de co-

m e rcio e inversión. Para aprovecharlas cabalmente es

necesario promover la diversificación productiva, así

como la expansión de los mercados externos para

n u e s t ros productos, garantizando un total acceso, en

condiciones de re c i p rocidad, a los principales merc a-

dos del mundo, el manejo oportuno y la prevención

de disputas comerciales, y la creación de un entorno

favorable a la inversión nacional y extranjera.

Se buscará también impulsar convenios interna-

cionales que favorezcan a trabajadores y empre s a r i o s

mexicanos, particularmente a los trabajadores mi-

grantes, mediante la revisión y actualización de los

compromisos laborales internacionales.

Es fundamental que el marco jurídico adminis-

trativo y reglamentario al que se enfrentan los expor-

t a d o res mexicanos y los inversionistas potenciales

incluya consideraciones de competitividad que pro-

muevan el comercio exterior y la captación de la in-

versión extranjera. Por ello, el Ejecutivo federal apli-

cará una estrategia integral para la promoción del

comercio exterior y la inversión que contemple la fa-

cilitación de los procesos y, que al mismo tiempo,

asegure el cumplimiento de la normatividad vigente.

Con la aplicación del Plan Puebla-Panamá como

una estrategia consensada internacionalmente para

el pro g reso de la región Sur- S u reste de México y Cen-

troamérica, se aspira a desarrollar una vasta región,

al integrar fortalezas y oportunidades para 63.8 mi-

llones de habitantes con características demográficas

y recursos naturales similares.

En el terreno de los energéticos, México partici-

pa en el ordenamiento de la oferta y la demanda en

los mercados mundiales de energía. Se debe fortale-

cer la cooperación internacional para concre t a r

a c u e rdos trilaterales energéticos con América del

Norte en 2002, así como con los socios del Plan Pue-

bla-Panamá, a fin de integrar mercados energéticos

regionales que faciliten el intercambio de energ í a

eléctrica e hidrocarburos, y contribuyan al desarro-

llo económico del país.

La internacionalización de los servicios de trans-

porte deberán ser tratados de manera especial, ya

que éstos en cualquiera de sus modalidades desem-

peñan un papel preponderante en la actividad co-

mercial.

En el sector turismo, con objeto de incrementar

las corrientes de visitantes extranjeros, se dará parti-

cular atención a las acciones de promoción. Asimis-

mo, se apoyará la modernización de las PYMES rela-

cionadas con el turismo para que puedan participar

del desarrollo de este sector.

f]. Promover el uso y aprovechamiento de la tecnología y

de la información.

Es imprescindible promover acciones para el

uso y aprovechamiento de las tecnologías como re-

cursos estratégicos que contribuyan a la satisfacción

de las necesidades de la sociedad mexicana y adop-

tar los mejores estándares tecnológicos y medidas

que protejan la propiedad intelectual. El Ejecutivo fe-

deral fortalecerá el sistema nacional de metrología,

normalización y evaluación de la conformidad.

La incorporación y aprovechamiento de los últi-

mos avances científicos y tecnológicos debe basarse

en la aplicación de una estrategia coherente que in-

cluya los siguientes puntos: a] divulgación entre la

sociedad de la cultura tecnológica; b] fomento de la

tecnología local y adaptación de la tecnología extran-

jera; c] incorporación de las tecnologías de la infor-

mación (computación, telecomunicación y telemáti-

ca) al desarrollo de la cultura empresarial; d] impulso

a la producción agrícola mediante el uso de tecnolo-

gías para cultivo, explotación de recursos acuíferos e

identificación de mercados, para así liberar recursos

para otros usos; e] investigación agropecuaria para

incrementar la apropiación de conocimientos, de in-

formación y de tecnologías y para facilitar el acceso

a éstos; f] innovación en la generación, desarrollo,

asimilación y aplicación del conocimiento científico

y tecnológico, y la formación de recursos humanos

para apoyar el avance del sector energético y de co-
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municaciones y transportes, así como para mantener

la diversidad de fuentes generadoras de energía; 

g] inversión en investigadores jóvenes con nuevas

ideas; h] apoyo a la sistematización y ampliación de

las bases de información importantes para la activi-

dad científica y tecnológica; i] mejoramiento y am-

pliación, a empresarios, académicos y público en ge-

neral, del acceso a centros y fuentes de información

que apoyen la competitividad de las empresas, la for-

mación de recursos humanos y la actividad científi-

ca y tecnológica; j] fomento de mejores prácticas de

comercialización al mayoreo y al detalle; k] impulso

al desarrollo de la industria de tecnologías de infor-

mación; l] fomento de la reconversión digital de pro-

cesos dentro de las empresas, especialmente las pe-

queñas; m] promoción del encadenamiento digital

de proveedores, y n] aplicación de nuevas tecnolo-

gías para la producción, así como políticas para inhi-

bir el uso de técnicas y costumbres dañinas al medio

ambiente.

Se aprovechará la coyuntura de la convergencia

tecnológica de telecomunicaciones e informática pa-

ra ofrecer a la población nuevos y mejores servicios

en materia de aprendizaje, capacitación, salud, serv i-

cios de gobierno, comercio y entretenimiento, así co-

mo para procurar la promoción del país en el extran-

jero. Fomentar y difundir la industria del desarrollo

del s o f t w a re, así como adoptar los mejores estándare s

tecnológicos y medidas que protejan la calidad de los

servicios a los usuarios, así como la propiedad inte-

lectual.

g]. Consolidar e impulsar el marco institucional y la me-

jora regulatoria que simplifique la carga administrativa

de las empresas.

El marco institucional dará seguridad jurídica

al establecimiento, promoción, desarrollo y mante-

nimiento de las empresas, y promoverá y pro t e g e r á

los derechos del consumidor, asegurando condi-

ciones de calidad y competencia en las re l a c i o n e s

c o m e rc i a l e s .

Sin una mejora regulatoria permanente México

no logrará una participación exitosa en la dinámica

economía internacional, porque se quedará a la zaga

de los cambios que la globalización conlleva. La me-

jora regulatoria es una de las tareas gubernamentales

que requieren una mayor coordinación de todas las

entidades de la Federación. Mejorar las disposiciones

legislativas y administrativas, tanto de las dependen-

cias como de los organismos descentralizados, es in-

dispensable para favorecer la inversión productiva y

la competitividad de las empresas que operan en el

territorio nacional.

Asimismo, esta reforma es necesaria para propi-

ciar las condiciones jurídicas que contribuyan al es-

tablecimiento de nuevas empresas y a la creación de

empleos, así como para la operación de pequeñas y

medianas empresas. Asimismo, se promoverá que

estas empresas cuenten con asesoría jurídica para

realizar sus transacciones y resolver sus controver-

sias, en el ámbito nacional e internacional, en un es-

quema eficaz.

h ] . P romover mayores flujos de inversión extranjera

d i re c t a .

Es indispensable promover las oport u n i d a d e s

de inversión extranjera directa en México, para com-

plementar el ahorro interno. Se propone una estrate-

gia integral que involucre a todas las dependencias

de la administración pública federal, con el propósi-

to de asegurar la difusión de dichas oportunidades y

la creación de mecanismos apropiados de seguimien-

to. Para mantener a México como destino atractivo

para la inversión extranjera directa, es necesario es-

tablecer un marco jurídico que brinde mayor seguri-

dad y certidumbre a la inversión.

i]. Fortalecer el mercado interno.

Se realizarán acciones dirigidas a consolidar un

e n t o rno propicio para el desarrollo de un merc a d o

interno caracterizado por un sistema de distribución

c o m e rcial eficaz, basado en la operación de empre-

sas comerciales competitivas; prácticas comerc i a l e s

sanas entre los comerciantes y entre éstos y los con-

s u m i d o res; seguridad jurídica para las transacciones

e inversiones; disponibilidad de información para la

toma de decisiones; abasto oportuno y suficiente,

s o b re todo de los bienes básicos; infraestructura co-

m e rcial adecuada a las necesidades de cada re g i ó n ,

y mejora regulatoria que facilite la actividad eco-

n ó m i c a .
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j]. Instrumentar una política integral de desarrollo em-

presarial.

Los elementos antes señalados, la promoción in-

tegral de la competitividad, el desarrollo de infraes-

tructura y de servicios públicos de calidad, el mayor

esfuerzo de inversión en capital humano y desarro-

llo tecnológico, la re f o rma del marco laboral, y la me-

jora regulatoria, requieren un marco integrador ca-

paz de aprovechar plenamente el potencial de la

empresa mexicana.

Este marco integrador estará dado por una polí-

tica de desarrollo empresarial, basada en una inten-

sa participación con las entidades federativas y los

empresarios, capaz de identificar prioridades y apro-

vechar oportunidades para acelerar un desarro l l o

económico sustentable.

Esta nueva política de desarrollo empresarial im-

pulsará el potencial de creación de empleo y de in-

novación tecnológica de la micro, pequeña y mediana

empresas. Éstas son unidades productivas flexibles,

con alto potencial de desarrollo y mejora de su gestión,

con posibilidades de adaptar rápidamente la tecno-

logía a sus necesidades y de proveer a las grandes em-

presas. Eliminar los obstáculos que hoy se oponen a

la expansión de estas unidades constituye un impor-

tante detonador de la actividad económica y contri-

buirá al equilibrio regional.

Esta nueva política de desarrollo empre s a r i a l

constituirá el eje para construir y poner en práctica

una política de fomento que brinde soluciones inte-

grales a los problemas que hoy limitan la competiti-

vidad de la empresa pequeña, que reanime el tejido

empresarial del país y aproveche las posibilidades

abiertas por las cadenas de valor.

La política de desarrollo empresarial parte de

una nueva visión, que valora la aportación económi-

ca y social de la empresa, y al mismo tiempo, contri-

buye a habilitarlas a competir en el proceso de glo-

balización.  En congruencia con esta visión, el Estado

se compromete a concentrar esfuerzos, como se ha

señalado, en el mejoramiento del marco regulatorio,

y en la simplificación administrativa y tributaria.
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Distribución del ingreso corriente total trimestral 
nacional por deciles de ingreso, 2000

Deciles Porcentaje
de hogares de ingreso

corriente total

Total 100.0
I 1.5
II 2.6
III 3.6
IV 4.6
V 5.7
VI 7.1
VII 8.8
VIII 11.2
IX 16.1
X 38.7

Coeficiente de Gini 0.4811

FU E N T E: I N E G I, Encuesta nacional de ingresos y gastos de 
los hogares.



Para concretar estas aspiraciones, se instrumen-

tarán mecanismos de coordinación con los difere n t e s

a c t o res involucrados: el Ejecutivo federal, los gobier-

nos estatales y municipales, las cámaras y asociacio-

nes, los diferentes organismos públicos y privados en-

focados a la atención de las pequeñas y medianas

e m p resas, con el fin de lograr la interacción arm ó n i c a

de las partes en aras de incidir de manera efectiva en

la competitividad de estas empresas.

6.3.3. Desarrollo incluyente

Diagnóstico

En las últimas dos décadas, el crecimiento económi-

co del país ha excluido de sus beneficios a un gran

número de mexicanos por lo que se han intensifica-

do las profundas diferencias en la sociedad. Varios

indicadores reflejan este proceso excluyente: en el

año 2000, 20% de la población de más alto nivel eco-

nómico concentró 58% del ingreso total del país,

mientras que 20% más pobre recibió sólo 3.7%. En

la década de los noventa, el porcentaje de la pobla-

ción económicamente activa ocupada que no recibió

i n g resos se incrementó de 7.2 a 10.1%. Apro x i m a d a-

mente 28.5% de la población económicamente acti-

va que trabaja en los sectores secundario y terciario

se encuentra en la economía informal.

El reto de crecer con calidad requiere la cons-

t rucción de un modelo económico capaz de incorpo-

rar al desarrollo a los millones de mexicanas y mexi-

canos tradicionalmente excluidos de él. La inclusión

debe traducirse en una reducción de la pobreza y de

la desigualdad.

Para definir las estrategias necesarias para asegu-

rar un desarrollo incluyente, es preciso identificar los

factores que han determinado estas condiciones de

exclusión: falta de asistencia técnica, de financia-

miento y de un marco legal adecuado y sencillo; au-

sencia de instituciones, mecanismos e instrumentos

para otorgar crédito a las personas que pertenecen a

grupos marginados; ausencia de fuentes alternas pa-

ra financiar sus proyectos productivos; inexistencia

de una banca social que permita el desarrollo de una

cultura del ahorro popular; falta de atención adecua-

da y oportuna al desarrollo del sector agrícola y las

comunidades del área rural; carencia de apoyos cen-

trados en los grupos marginados; inadecuada distri-

bución social y geográfica de infraestructura básica

para el desarrollo.

Los actuales esquemas para el otorgamiento de

créditos de la banca comercial no son accesibles a

los pequeños proyectos productivos. La banca ha

mostrado poco interés en apoyar financieramente a

las empresas de menor tamaño, por el riesgo que és-

tas re p resentan: bajos niveles de ingresos, localiza-

ción geográfica en zonas de difícil acceso, falta de

antecedentes crediticios, imposibilidad de ofre c e r

g a r a n t í a s .

El financiamiento del sector agropecuario y fore s-

tal por parte de la banca comercial y la de desarro l l o ,

disminuyó 60.6% en términos reales durante el perio-

do 1994-1999. Las instituciones financieras ru r a l e s

no bancarias prácticamente no existen en nuestro país

debido a la falta de una sana cultura de ahorro y prés-

tamo. Los instrumentos de crédito agropecuario del

sector público se encuentran desarticulados comple-

t a m e n t e .

La participación del sector agropecuario en el P I B

nacional durante los noventa promedió 5.3%, en

tanto que la población económicamente activa de

este sector representó 21% de la nacional en 1999.

Esto hace evidente un serio problema de productivi-

dad, caracterizado por una agricultura de tiempo

parcial y un fuerte subempleo.

El nivel de ingresos de los trabajadores del cam-

po y las condiciones de trabajo son peores que en los

otros sectores: más de 47% de quienes laboran en el

a g ro reciben menos de un salario mínimo y menos de

2.83% de los asegurados en el IMSS son trabajadores

del sector rural. El análisis de los grupos excluidos

del desarrollo señala que los índices extremos de po-

breza se han concentrado básicamente en la pobla-

ción indígena y en particular en las mujeres.

El Censo general de población y vivienda 2000

indica que en el país la población de lengua indígena

de 5 años o más era de 6.27 millones de personas y

que casi el total vive en zonas de alta o muy alta mar-

ginación. Numerosos ejemplos muestran que la eco-

nomía comunitaria ha sido frecuentemente afectada

por las fluctuaciones del mercado, sobre todo cuando

sus ingresos dependen de los cultivos comerc i a l e s .

En lo que se refiere a las mujeres, su participa-
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ción en el mercado de trabajo ha aumentado signifi-

cativamente, así como la importancia que tienen sus

ingresos en el nivel de vida de sus familias; sin em-

bargo, siguen teniendo en promedio menores nive-

les de remuneración que los hombres. En general,

uno de cada cinco hogares es sostenido por una mu-

jer. En el sector rural, ante la intensa emigración de

los jóvenes, la mujer campesina es cada vez más im-

portante en la fuerza laboral del campo.

Con relación a la cobertura de infraestructura, de

a c u e rdo con el Censo general de población y vivien-

da 2000, 11.2 millones de habitantes del país no

cuentan con agua entubada en su vivienda y 22.8 mi-

llones viven en casas que no disponen de drenaje. Los

m a y o res rezagos se encuentran en el medio ru r a l .

Existen 11 950 poblaciones de 50 a 100 habi-

tantes que no tienen servicio de telefonía, y hay ob-

solescencia tecnológica en esta área en 4 478 locali-

dades mayores de 100 habitantes, por lo que hay que

redoblar los esfuerzos para ampliar la cobertura de

los servicios de comunicación. Más de 63 millones

de personas que habitan en 3 900 localidades y po-

blaciones, se benefician con nuevas opciones de pro-

gramación y una mayor calidad y cobertura de las se-

ñales de radio y televisión. No obstante, todavía hay

rezagos tecnológicos que afectan la cobertura y cali-

dad de las transmisiones. A la fecha, se cuenta con

230 proveedores y 2.5 millones de conexiones a in-

ternet, por lo que es necesario continuar incremen-

tando la oferta, calidad y diversidad de los servicios

en línea.

Objetivo rector 3: asegurar el desarrollo 
incluyente

El proceso de desarrollo económico del país debe

ampliar las oportunidades de participar en la activi-

dad económica a quienes viven en condiciones de

marginación. Asegurar el desarrollo incluyente debe

traducirse en una reducción de la inequidad en la

distribución del ingreso, en la disminución de la po-

breza, en la creación de nuevos empleos y autoem-

pleos, en mejores ingresos, mejor calidad de vida,

más micro e m p resas competitivas. En pocas palabras,

es necesario democratizar la economía.

Este objetivo busca potenciar con acciones eco-

nómicas las propuestas de la Comisión para el Desa-

rrollo Social y Humano. El Plan reconoce que una

política social compensatoria nunca es suficiente y

que se requiere un amplio programa de inclusión so-

cial. Es decir, se busca el crecimiento pero un creci-

miento con calidad humana. Así, se promoverán in-

t e rvenciones selectivas y temporales del gobiern o

para impulsar la democratización de la economía y

acciones que fomenten el propio desarrollo, sin pa-

ternalismo, de comunidades y personas.

Estrategias

a]. Apoyar a los microempresarios y a los trabajadores

por su cuenta para que logren una vinculación producti-

va con el mercado, mediante la asesoría y la capacita-

ción.

Como parte de la política integral de desarro l l o

e m p resarial para apoyar a la micro, pequeña y me-

diana empresas, se atenderá de manera especial a los

m i c ro e m p resarios, comerciantes y trabajadores por

su cuenta que presentan mayor rezago económico,

tecnológico y social, mediante asesoría técnica, ca-

pacitación e información oportuna que impulsen su

a c t i v i d a d .

Como parte de esta estrategia se busca fortalecer

la integración de estas empresas con las cadenas pro-

ductivas de los sectores más desarrollados, directa e

indirectamente, de tal forma que las empresas más

grandes sean una palanca que impulse el desarrollo

exitoso de los pequeños empresarios.

b ] . Establecer un sistema sólido de instituciones financie-

ras que potencie la capacidad productiva de la población

e m p rendedora de bajos ingresos, fortalezca la cultura

del ahorro y permita a estos grupos su incorporación a la

vida productiva del país.

Se promoverá una cultura del ahorro y se facili-

tará el acceso al crédito y al financiamiento de micro

empresas y de pequeños proyectos productivos, así

como de grupos que tradicionalmente no han sido

sujetos de crédito en la banca.

Esta nueva cultura de crédito comprende diver-

sos mecanismos para el fortalecimiento de la banca

social, el otorgamiento de recursos vía intermedia-
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rios financieros, la creación de instrumentos y orga-

nismos adecuados para que las empresas o personas

que no cuentan con suficientes garantías o antece-

dentes crediticios tengan alternativas de acceso al

crédito, y el fortalecimiento del ahorro popular.

Como parte de esta estrategia se fortalecerá el

desarrollo ordenado e integral del sector de ahorro y

crédito popular, de tal forma que dé seguridad jurí-

dica a los usuarios y pueda ampliar su cobertura con-

virtiéndose en una fuente de generación de riqueza y

en un mecanismo de fomento a la cultura y al hábi-

to del ahorro y la inversión.

Por medio de los programas de microfinancia-

miento que forman parte de esta estrategia, se coor-

dinarán acciones para financiar a las organizaciones

de la sociedad civil que han venido otorgando crédi-

to a la población de menores ingresos.

En cuanto al financiamiento para el campo, se

considera la creación de instituciones financieras ru-

rales no bancarias.

Por otro lado, se buscará también apoyar esque-

mas de financiamiento de micro y pequeñas empre-

sas en zonas de alta marginación que tienen alto po-

tencial para el desarrollo del sector turístico.

c ] . P romover el desarrollo rural y el mejoramiento de las

condiciones socioeconómicas de las familias de este sec-

tor mediante el apoyo a la inversión, la integración de ca-

denas productivas, el desarrollo de nuevas capacidades y

la transferencia de tecnología.

Se buscará apoyar en el sector rural la inversión

en tecnologías adecuadas, la integración de los pro-

d u c t o res primarios a cadenas productivas, la inver-

sión en programas de producción integrales y de em-

pleo temporal, que eviten la descapitalización de los

activos productivos, así como impulsar procesos de

reconversión de pro d u c t o res primarios y nuevas ac-

tividades económicas que complementen los ingre s o s

de los trabajadores del campo; todo ello de acuerd o

con el entorno socioeconómico, cultural y ambiental

de estas comunidades.

Esta estrategia considera como una de sus prio-

ridades otorgar apoyo a las mujeres del sector rural

que participan en la actividad productiva.

Al mismo tiempo, se busca, mediante el desa-

rrollo de las habilidades y capacidades tanto pro-

ductivas como de organización y gestión, que la

población pueda mejorar su desempeño pro d u c t i-

vo y alcance mejores condiciones laborales y una

mejor calidad de vida.

d]. Ampliar las oportunidades para la creación y desa-

rrollo de proyectos productivos que beneficien directa-

mente a los grupos vulnerables de las comunidades indí-

genas.

Como una de las estrategias para eliminar las

causas estructurales de la pobreza se impulsará, de

manera prioritaria, el desarrollo de micro empresas y

proyectos productivos, por medio de mecanismos

como microfinanciamiento, asesoría, simplificación

de trámites administrativos, capacitación y asesoría

en las comunidades indígenas.

e]. Ampliar la infraestructura básica para la transmi-

sión digital con el fin de ampliar su cobertura a localida-

des rurales o urbanas de alta marginación.

El avance y mayor penetración de la infraestruc-

tura telefónica constituye una herramienta funda-

mental para combatir el aislamiento y la marg i n a c i ó n

de quienes han sido excluidos del desarrollo. La tran-

sición de la tecnología de transmisión analógica a la

digital expande el universo de posibilidades para el

usuario y contribuye a la “convergencia tecnológica”.

Por ello, dar acceso a tecnología de vanguardia y a re-

des digitales constituye una de las líneas de acción

que permitirá reducir la brecha digital en nuestro

país.

Para lograr lo anterior, se llevará a cabo la trans-

f o rmación de la infraestructura actual mediante un

p rograma de modernización de las oficinas de telégra-

fos a centros comunitarios digitales, los cuales pro-

veerán de nuevos y diversos servicios a la población.

6.3.4. Desarrollo económico regional equilibrado

Diagnóstico

El ritmo de crecimiento en las distintas regiones que

componen nuestro país se ha caracterizado por una

serie de desequilibrios sistemáticos. El crecimiento re-
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gistrado por las regiones más dinámicas se intensifica

y amplía las brechas regionales. Muchos han sido los

factores que han influido en los últimos 20 años para

acentuar los desequilibrios en el territorio nacional.

El crecimiento demográfico y los patrones de

distribución de la población han acentuado las desi-

gualdades entre regiones y dentro de cada región. La

concentración de la población en cuatro grandes ur-

bes: la Ciudad de México, Guadalajara, Monterrey y

Puebla, es resultado de la migración procedente de

todo el país y, específicamente, de las áreas rurales,

con el consecuente abandono del campo y los pro-

blemas que esto conlleva, tanto de absorción por la

multiplicación de los asentamientos irregulares que

debilitan el ordenamiento urbano, como de desa-

daptación de los migrantes que no encuentran los

empleos que buscaban para sostener a sus familias.

Los sistemas regionales que se han estructurado a

partir de estas cuatro grandes ciudades han conduci-

do a que las localidades menores a su alrededor de-

pendan de aquéllas en cuanto infraestructura de bie-

nes y servicios.

Uno de los procesos que más ha marcado cam-

bios en los ámbitos económico, social, cultural y po-

lítico en todo el país ha sido la urbanización. En

1900, sólo 28.6% de la población se consideraba ur-

bana. El mayor ritmo de crecimiento entre 1950 y

1995 lo registraron las localidades que tenían entre

500 000 y 1 millón de habitantes. En el último dece-

nio, el papel de las ciudades medias dentro de la es-

tructura urbana del país ha sido muy importante pa-

ra equilibrar el desarrollo urbano, crear empleos y

c o m e rcio, y contar con flujos de población más equi-

tativos. Cancún, Tijuana, Ciudad Juárez, Ciudad del

C a rmen, Saltillo, León, Tuxtla Gutiérrez, Toluca y

C u e rnavaca han experimentado los cre c i m i e n t o s

más importantes.

Aunque el crecimiento del empleo formal ha sido

generalizado, su distribución ha sido determinada

por diferencias regionales considerables. Las regio-

nes Noroeste y Noreste del país fueron las que menos

sufrieron con la crisis de fines de 1994, pues en dos

años lograron recobrar sus niveles anteriores, no así

las demás, que tardaron más tiempo en recuperarse.

El consumo eléctrico de gran volumen, propio

de la gran industria, refleja en parte las diferencias en

el dinamismo regional. Mediante el análisis de esta

variable, es fácil distinguir cómo la región Noroeste

y Sur-Sureste del país siguen fuertemente ancladas

en el sector agropecuario, en contraste con las otras

tres grandes regiones que han privilegiado a los sec-

tores manufacturero y de servicios dentro de sus es-

tructuras económicas. No obstante, la cercanía de la

región Noroeste con un mercado altamente deman-

dante, aumenta la competitividad de sus productos

a g ropecuarios de exportación, por lo que resulta me-

nos vulnerable que la región Sur-Sureste.

En general, los estados de menor ingreso per cá-

pita entre 1993 y 1999 son los que mantienen un cre-

cimiento menos dinámico y amplían la desigualdad.

La tasa media de crecimiento del producto intern o

b ruto estatal entre 1993 y 1999 rebasó, en las re g i o-

nes del Norte y del Centro-Occidente, el pro m e d i o

nacional anual de 4.2%, mientras que en el Centro y

en el Sur- S u reste resultó inferior. Además, las difere n-

cias de concentración poblacional entre las distintas

regiones muestran que está lejana la convergencia de

todas ellas en cuanto a ingresos per cápita.

El crecimiento regional proviene de varias fuen-

tes. Tres de éstas combinadas: la especialización re-

gional, el empuje de la inercia de la dinámica nacio-

nal y la competitividad de algunos sectores revelan

contrastes marcados entre las regiones. Únicamente

el Noreste y el Centro-Occidente mantienen desde

1993 hasta 1999 índices favorables a la combinación

de los valores de las tres variables. Como uno de los

elementos básicos para el crecimiento, la competiti-

vidad se vuelve un factor clave para alcanzar tasas de

desarrollo elevadas. Debido a que la competitividad

depende principalmente de la inversión en capital

humano y físico, de la velocidad con que se adopta

nueva tecnología, de la capacidad de adaptación al

cambio y de la eficacia con que se aprovechan los re-

cursos, los retos se agigantan para aquellas regiones

donde los niveles promedio de educación y salud im-

piden la agilidad de respuesta.

El crecimiento económico de las regiones enca-

bezadas por las cuatro grandes metrópolis, que está

respaldado por la actividad de la industria de trans-

formación, cobra también su factura ambiental. La

centralización de la industria, junto con el acelerado

crecimiento demográfico y la falta de planeación en

el uso del suelo y en la explotación de los recursos

naturales han traído consigo un deterioro ambiental
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grave. La contaminación atmosférica y del agua y el

mal manejo de los desechos sólidos son algunas con-

secuencias preocupantes.

Por su parte, la demografía también muestra in-

t e resantes correlaciones con el desarrollo, creando en

algunos casos círculos virtuosos y en otros círculos

negativos que es necesario romper. Tal es el caso de

la tasa de natalidad: en 1997 se registraron las más

bajas en Baja California, Sonora, Nuevo León, Ta-

maulipas y Distrito Federal, es decir, en entidades

con alto crecimiento económico; mientras que las

mayores tasas de natalidad y fecundidad se presen-

t a ron en las regiones Centro, Centro-Occidente y

Sur-Sureste.

De igual manera, los porcentajes de analfabetis-

mo más bajos se presentan también en el Distrito Fe-

deral, Nuevo León, Baja California, Coahuila, Baja

California Sur y Sonora; mientras que los más altos

se ubican en Chiapas, Guerrero y Oaxaca. Estas gra-

ves diferencias incrementan y agudizan las dificulta-

des para resolver las necesidades reales de los habi-

tantes de las regiones más pobres del país.

Los estados del Sur-Sureste viven un gran reza-

go. Estudios recientes sitúan a la población de esta

región en los estratos socioeconómicos más bajos. La

actividad económica se ubica principalmente en el

sector primario y es, por desgracia, de baja produc-

tividad; el desempleo y el subempleo son altos; hay

fuerte inmigración procedente de Centroamérica; la

infraestructura física es deficiente en casi todos los

sectores, sobre todo en servicios básicos, vivienda,

comunicaciones e instalaciones industriales. To d o

ello refleja la necesidad de una ingente inversión y de

mayor integración con nuestros vecinos centroame-

ricanos, así como la exigencia de introducir procesos

educativos de calidad que disminuyan las fuertes de-

sigualdades sociales y culturales como condición de

despegue.

La responsabilidad del Ejecutivo federal es cre a r

las condiciones para propiciar el desarrollo equilibra-

do de las distintas regiones y estados del país. Sin em-

b a rgo, una cosa ha sido el principio federalista ema-

nado de la Constitución y otra muy diferente su

aplicación objetiva y congruente con la realidad del

país y de las regiones y estados. En el último lustro

hubo avances en la descentralización de la educa-

ción, la salud, la infraestructura social y otros ru b ro s .

Simultáneamente, se intro d u j e ron cambios en el sis-

tema de transferencias no condicionadas (part i c i p a-

ciones federales) y se cre a ron las transferencias con-

dicionadas (Ramo 33). Empero, la mayor debilidad

de este proceso ha sido la baja participación de los es-

tados y municipios, que no han tenido una actividad

recaudatoria verdaderamente responsable ni han con-

tado con las facultades tributarias deseables. Ta m b i é n

se observa un subejercicio de los presupuestos públi-

cos por aplicación a destiempo de los mismos.

El gasto federal como porcentaje del PIB aplica-

do a las distintas regiones del país entre 1995 y 1999

no se tradujo en un impulso al crecimiento económi-

co de las mismas. Resulta paradójico que mientras

que en la región Sur-Sureste el gasto público corres-

pondió a 13.3% del PIB, se haya alcanzado solamen-

te una tasa de crecimiento media anual del PIB de

2.9%, cuando que la tasa media de crecimiento del

PIB en la región Noreste fue de 6.7% y el gasto pú-

blico federal de tan sólo 5.5% como porcentaje del

P I B. No se observa hasta ahora que la tendencia a ejer-

cer un mayor gasto en aquellas entidades con mayor

rezago social se haya traducido en un crecimiento fa-

vorable. Un sector privado poco dinámico, la ausen-

cia de instituciones y los enormes rezagos de los que

se parte han tenido ciertamente que ver con la obten-

ción de los bajos resultados.

Las desigualdades que se han derivado de la dis-

crecionalidad política, de prácticas corporativistas y

c l i e n t e l a res y de una estructura jerárquica centraliza-

da sin participación social auténtica son fácilmente

observables en la ineficacia con que se han aplicado

los recursos. En este momento histórico, la necesi-

dad de un cambio de visión es ineludible si no se

quiere llevar al país a vivir dinámicas que incremen-

ten la pobreza y la exclusión, propiciadas por un

proceso globalizador atento sólo a la reacción de los

mercados y que disocia el crecimiento económico de

los necesarios y condicionantes desarrollos regional,

social, político y cultural de toda la nación.

Objetivo rector 4: promover el desarrollo 
económico regional equilibrado

El desarrollo regional equilibrado tiene como propó-

sito lograr un desarrollo económico competitivo, so-



Crecimiento con calidad



cialmente incluyente, ambientalmente sustentable,

territorialmente ordenado y financieramente viable

para cada una de las cinco regiones en que, para los

propósitos del Plan Nacional de Desarrollo, se divi-

dió a la República mexicana.

El país experimenta un desarrollo bien diferen-

ciado en el aspecto territorial que requiere la inter-

vención selectiva y temporal del Ejecutivo federal.

Desde la perspectiva de la Comisión de Crecimiento

con Calidad, el objetivo de promover un desarrollo

regional equilibrado pone énfasis en la dinamización

adecuada de la estructura económica de cada una de

las distintas regiones, con el fin de reducir las bre c h a s

económicas que puedan debilitarlas o volverlas de-

pendientes o vulnerables tanto dentro del país como

frente a la globalización.

Este cometido significa que ha de impulsarse de-

cididamente el fortalecimiento económico intrarre-

gional de vastos territorios tomando en cuenta las

potencialidades propias de cada región, pero tam-

bién el comercio extrarregional, integrando cada re-

gión con el resto del país y con el mundo. Este obje-

tivo habrá de lograrse mediante acciones y esfuerzos

coordinados entre sociedad y gobierno en todos los

ámbitos: municipal, estatal y federal. Los esfuerzos

deberán ser mayúsculos, tenaces y continuados, de-

bido al atraso en que se encuentran numerosas loca-

lidades, incluso dentro de las regiones consideradas

como las más desarrolladas del país.

Estrategias

a]. Fortalecer las economías regionales, en especial las

más rezagadas.

La introducción de infraestructura básica (agua,

e n e rgía eléctrica, comunicaciones, transportes, serv i-

cios comunitarios básicos, telefonía y tecnología di-

gital) para el desarrollo económico en regiones con

altos rezagos sociales será complementada con la for-

mación de capital humano, en especial de empre s ar i o s

y trabajadores comprometidos con la productividad

y la competitividad, así como con la integración in-

teligente de cadenas productivas que, en cuanto ta-

les, posean ventajas competitivas y no solamente

comparativas. Además de tomar en cuenta la voca-

ción natural de cada región, se conformarán agrupa-

mientos empresariales que agreguen valor a los pro-

ductos regionales. Con recursos federales, se apoya-

rá el financiamiento a micro, pequeñas y medianas

empresas.

De manera especial se dinamizará la economía

de la región Sur-Sureste, que es la más rezagada. Se

impulsará la instalación de empresas locales, nacio-

nales e internacionales que aprovechen la destreza de

la población, generen empleos bien remunerados y

promuevan la creación de mercados locales y regio-

nales con perspectivas de exportación. Es responsa-

bilidad de toda la sociedad impulsar programas que

rompan la transmisión generacional de la pobreza,

creen nuevas oportunidades para niños y jóvenes ac-

tualmente marginados y eleven la calidad de vida de

los pobladores. Se buscará una mayor integración

con los países centroamericanos para conformar una

vasta región donde, con base en las ventajas de los

tratados comerciales, pueda constituirse una zona

de oferta y mercado multilateral de importantes di-

mensiones.

Se apoyará el desarrollo de mercados regionales

para promover la incorporación de valor agregado y

una adecuada comercialización de los productos ob-

tenidos en la región, alentando la vinculación de los

productores y comercializadores ubicados en las di-

ferentes etapas de las cadenas productivas.

b]. Apoyar el respeto a los planes de desarrollo urbano y

ordenamiento territorial de cada localidad.

El Ejecutivo federal apoyará a los estados y

municipios para que cumplan eficaz y oport u n a-

mente sus funciones relacionadas con el desarro l l o

urbano y el respeto a los usos de suelo pre v i s t o s

por cada administración. Se buscará que el cre c i-

miento de las ciudades sea debidamente contro l a-

do por los estados y municipios, tanto para evitar

el desaliento económico que surge por la multipli-

cación de asentamientos irre g u l a res, como los cos-

tos no planeados y generalmente excesivos de la

p restación de servicios públicos a todos los ciuda-

danos. También se cuidará que estados y munici-

pios pro c u ren la seguridad física de las personas,

impidiéndoles asentarse en lugares peligrosos o

inadecuados, susceptibles de ser afectados por de-

s a s t res naturales.
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c]. Garantizar la sustentabilidad ecológica del desarro-

llo económico en todas las regiones del país.

La protección y restauración del hábitat natural

de las diferentes zonas se mantendrán como pro p ó-

sitos no discutibles en los procesos de desarro l l o

económico. Existen grandes retos relacionados con

la integridad de los ecosistemas. El saneamiento y

a p rovechamiento de aguas residuales, la conserv a-

ción del suelo fértil –evitando la conversión de sue-

lo agrícola en suelo urbano y del suelo forestal en

suelo agrícola–, la recuperación de los mantos acuí-

f e ros, el manejo adecuado de desechos agrícolas e in-

dustriales, la pre s e rvación de la diversidad biológica

y una explotación racional de los recursos naturales

renovables y no renovables serán aspectos a con-

templarse y respetarse por quienes deseen empre n-

der o mantener actividades económicas.

d]. Apoyar el desarrollo turístico municipal, estatal y re-

gional.

Se fortalecerán las capacidades de los actores lo-

cales y regionales para enfrentar los retos del desarro-

llo turístico en las entidades y municipios, creando

s i n e rgias regionales que favorezcan la integración y el

aumento de la competitividad.

e]. Crear núcleos de desarrollo sustentable que desalien-

ten la migración regional.

La inclusión de polos de desarrollo en las micro-

rregiones será un factor que, haciendo viable el de-

s a rrollo económico interno de una región, facilite

también el arraigo de la población económicamente

activa en sus lugares de origen, regule el crecimien-

to de localidades aledañas al polo y evite los proble-

mas de desintegración familiar y la pérdida de las tra-

diciones locales.

f]. Proyectar y coordinar, con la participación de los go-

biernos estatales y municipales, la planeación regional.

El Ejecutivo federal compartirá responsabilida-

des con las autoridades locales en el diagnóstico, de-

tección de necesidades, alternativas de solución y

acciones concretas que permitan potenciar y explo-

tar racionalmente los recursos de cada región, pre s e r-

vando la cultura, costumbres, derechos y medio am-

biente de la población.

g]. Desarrollar las fronteras Norte y Sur del país en con-

cordancia con su potencial económico y con sus especifi-

cidades naturales y sociales.

En la Frontera Norte se atenderán los rezagos en

materia de infraestructura aduanera, de comunica-

ciones y transportes, y de servicios de agua, para en-

f rentar con éxito las demandas de la población y

aprovechar el potencial del mercado vecino, así co-

mo ofrecer más y mejores oportunidades de trabajo

y un trato digno, sin corruptelas, a los migrantes pro-

venientes del resto del país y a los paisanos que rein-

gresen de modo provisional o definitivo a México.

En la Frontera Sur se favorecerá una posible in-

tegración con Centroamérica en materia de energía,

c o m e rcio de productos regionales y comunicacio-

nes, así como para impedir el incremento en la vul-

nerabilidad de los grupos étnicos y sociales que se

desplazan a través de la misma y para proteger con

una fuerte estructura aduanera el territorio nacional

contra el contrabando de bienes y personas y contra

todo tipo de actividades delictivas.

6.3.5. Desarrollo sustentable

Diagnóstico

Desde la perspectiva del crecimiento con calidad, y

de manera complementaria al objetivo rector 5.3.5,

desarrollo social y humano en armonía con la natu-

raleza, la acción gubernamental identifica los si-

guientes siete aspectos torales que cubren el espectro

de la problemática ambiental, desde una perspectiva

global hasta la acción local.

El suelo re p resenta el sustrato básico para la pro-

ducción, al tiempo que en él se desarrollan los pro c e-

sos esenciales para la conservación de los ecosistemas.

El deterioro de los suelos provoca la desertización,

fenómeno que se asocia a la disminución de la capa-

cidad productiva, a la pobreza rural y a la pérdida de

s e rvicios ambientales. La principal causa de la degra-

dación de los suelos es la deforestación asociada al

cambio de uso con fines de producción agro p e c u a r i a .
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Por su parte, la deforestación y el cambio de

usos del suelo forestal a tierras para pastoreo y otras

actividades agropecuarias re p resenta hoy día una

amenaza para la subsistencia de especies endémicas

y para la interacción adecuada bosque-suelo que per-

mita, sobre todo en los ámbitos periurbanos, la re c a r-

ga de mantos acuíferos, el mantenimiento de la cu-

bierta vegetal y la captura de carbono.

Existen cerca de 650 acuíferos distribuidos en el

país que suministran aproximadamente la terc e r a

p a rte de la extracción nacional de agua para todos los

usos y en caso de sequías prolongadas constituyen la

re s e rva más importante del recurso. Apro x i m a d a-

mente 100 acuíferos se encuentran sobreexplotados

y de ellos se extrae 66.6% del agua subterránea que

se emplea en el país.

Las descargas de aguas residuales, sin tratamien-

to, ocasionan grados variables de contaminación en

los cuerpos de agua superficiales del país, lo que li-

mita el uso directo del agua, y representan un riesgo

para la salud. Las cuencas con mayor grado de con-

taminación son Lerma, Alto Balsas, Alto Pánuco y

porciones del Bajo Bravo.

Las consideraciones ambientales en el diseño de

políticas públicas implica un desafío. Durante déca-

das se ha realizado una gestión ambiental desarticu-

lada, que otorgó prioridad al aprovechamiento de los

recursos naturales sobre la preservación de los mis-

mos. Hoy se re q u i e re la actualización de los ins-

trumentos que permitan una gestión del medio am-

b i e nte y de los recursos naturales acordes con los

imperativos del desarrollo sustentable del país.

La industria es un factor determinante en la ge-

neración de contaminantes y, si éstos no son bien

manejados con tecnologías limpias, son un factor de

riesgo para la salud humana. Sin embargo, el cuida-

do ambiental se constituye en una fuente de mejora

del desempeño ambiental, creando oport u n i d a d e s

de ahorro y de negocios.

En México, al igual que en el resto del mundo,

los conocimientos básicos sobre los problemas eco-

lógicos no son suficientes para garantizar políticas de

d e s a rrollo sustentable. Por ello, es impre s c i n d i b l e

d e s a rrollar líneas de investigación dirigidas a la iden-

tificación y resolución de problemas ambientales es-

pecíficos y prioritarios.

La investigación dirigida a asuntos ambientales

específicos requiere una cantidad permanente y cre-

ciente de recursos financieros que, además de las

fuentes internas, debe complementarse con el apoyo

de fuentes externas, tales como agencias de financia-

miento, iniciativa privada y fundaciones.

Por otra parte, la limitada capacidad nacional

para la innovación tiene como consecuencia que las

empresas tiendan a comprar tecnología incorporada

y no incorporada, en lugar de intentar desarrollarla

en el país. Conforme a lo anterior, se tiene un grupo

de científicos que concentran su esfuerzo fundamen-

talmente en investigación básica y aplicada, y empre-

sas nacionales que compran la tecnología en el exte-

rior, por lo que un gran problema es que no existe

una vinculación entre la oferta y la demanda de co-

nocimientos científicos y tecnológicos.

La educación, la capacitación y la cultura am-

biental constituyen una de las principales herr a m i e n-

tas en el proceso de protección, conservación y apro-

vechamiento racional de los recursos naturales,

considerando que no son medidas correctivas, sino

que tienen un carácter más inclinado hacia los aspec-

tos de la prevención. Asimismo, es crucial mantener

y fortalecer las capacidades técnicas y la infraestruc-

tura institucional que ha adquirido el gobierno como

elemento que articule a futuro acciones en diferentes

plazos.

El gobierno es un importante agente ambiental

en sus propias operaciones por lo que los programas

de eficacia energética, de compras “verdes”, de con-

versión de combustibles, de reciclaje, reducción y

reuso de materiales, entre otras acciones que han si-

do emprendidas de manera aislada por diversas de-

pendencias y entidades de la administración pública

federal, representan una oportunidad tanto de con-

tribuir al mejoramiento del ambiente y al uso susten-

table de los recursos naturales como de hacer patente

el compromiso del Ejecutivo federal con el desarro-

llo sustentable de nuestro país.

Asimismo, el Ejecutivo federal reconoce el valor

intrínseco de las medidas a favor del medio ambien-

te y la protección de los recursos naturales, y tam-

bién, en el plano internacional, la importancia de la

Agenda 21 como elemento rector de los compromi-

sos que México ha suscrito con la comunidad inter-

nacional y como referencia para la acción ambiental

en nuestro país.
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Ante la polémica internacional sobre el calenta-

miento global, el grado de desarrollo de nuestro país

no permite el establecimiento de objetivos de reduc-

ciones absolutas en los niveles de emisiones de gases

de efecto invernadero. No obstante, se mantiene el

compromiso de promover las medidas de mitigación

que no atenten contra el desarrollo nacional.

Objetivo rector 5: crear condiciones
para un desarrollo sustentable

El crecimiento con calidad sólo es posible si se con-

sidera responsablemente la necesaria interacción de

los ámbitos económico y social con el medio ambien-

te y los recursos naturales. Corresponde al Estado la

creación de las condiciones para un desarrollo sus-

tentable que asegure la calidad del medio ambiente

y la disponibilidad de los recursos naturales en el lar-

go plazo, sobre la base de una sólida cultura en favor

del medio ambiente.

Como indicadores para evaluar los re s u l t a d o s

obtenidos se integrará información sobre el daño a la

atmósfera, el consumo de energía, la pérdida de sis-

temas forestales y la tasa de conservación de acuífe-

ros. Otros indicadores serán la introducción de con-

tenidos específicos sobre este tema en los diferentes

niveles y tipos educativos.

Estrategias

a ] . P romover el uso sustentable de los recursos naturales,

especialmente la eficiencia en el uso del agua y la energ í a .

Apoyar ante los sectores productivos y la socie-

dad la incorporación de criterios de aprovechamien-

to sustentable de los recursos no renovables, en par-

ticular en lo re f e rente al turismo; promover la gestión

eficiente de los bosques y alcanzar el uso equilibra-

do del agua en cuencas y acuíferos, y apoyar la pla-

neación regional con un enfoque sustentable, para la

utilización de los recursos naturales locales.

Dada la baja explotación racional de los bos-

ques, resulta necesario aumentar la superficie fores-

tal con aprovechamiento sustentable y contribuir

además, de esta manera, a mejorar las condiciones de

vida de la población que habita en esas regiones. Los

niveles actuales de explotación de las re s e rvas de

agua de la nación no son sustentables y, de seguir así,

se colapsarán en el mediano y largo plazos; de ahí la

importancia de reglamentar el uso y explotación de

los acuíferos y mejorar el uso del agua extraída.

En cuanto a las descargas de aguas residuales, se

elaborarán programas específicos para dar tratamien-

to a estos afluentes de acuerdo con la normatividad

vigente.

Se debe además incrementar y profundizar el

apoyo de los dueños de los recursos forestales con la

finalidad de recuperar la vocación forestal en tierras

montañosas y cuencas altas.

b]. P romover una gestión ambiental integral y descentra-

lizada.

Implantar una gestión ambiental subsidiaria, fe-

deralista y participativa de los actores locales del de-

s a rrollo que propicie la protección integral del medio

ambiente y de los recursos naturales. 

Será necesario desarrollar convenios de colabor a-

ción y participación apegados a la estructura político-

administrativa, en los que se transfieran atribuciones,

funciones y recursos de los estados y municipios. Así

se fortalecerá el federalismo y se asegurará la aten-

ción integral y directa de los asuntos ambientales de

cada región. También será necesario que dicha polí-

tica cuente con la colaboración de otras dependen-

cias de los diferentes ámbitos de gobierno para capi-

talizar esfuerzos compartidos en el cumplimiento de

la ley.

c]. Fortalecer la investigación científica y la innovación

tecnológica para apoyar tanto el desarrollo sustentable

del país como la adopción de procesos productivos y tec-

nologías limpias.

Realizar investigación científica y tecnológica de

alta calidad que apoye la toma de decisiones en ma-

teria ambiental; desarrollar, adaptar y transferir tec-

nología, y propiciar la adopción por parte de los sec-

tores productivos de tecnologías eficientes y limpias,

así como de esquemas de autorregulación ambiental. 

Será necesario desarrollar políticas que favorez-

can las inversiones en prevención y control de la

contaminación industrial.



Crecimiento con calidad



Estimular la formación de recursos humanos de

alto nivel y alinear las políticas orientadas a la educa-

ción superior y el posgrado.

d]. Promover procesos de educación, capacitación, co-

municación y fortalecimiento de la participación ciuda-

dana relativos a la protección del medio ambiente y el

aprovechamiento sustentable de los recursos naturales.

Propiciar condiciones que permitan a los diver-

sos sectores de la población contar con información

y conocimientos para comprender los efectos de la

acción transformadora del hombre en el medio am-

biente, con habilidades y aptitudes para establecer

nuevas formas de relación con el entorno natural, y

para que un número mayor de mexicanos, principal-

mente niños, jóvenes, productores primarios y pro-

motores rurales, modifiquen sus valores y actitudes

respecto a su medio natural.

Las relaciones predominantes entre el gobierno

y la sociedad se han caracterizado por una limitada

cooperación, a menudo acompañada de desconfian-

za, lo que ha conducido al fracaso de las políticas de

c o n s e rvación que tradicionalmente han sido un tema

de política nacional e internacional. Lo anterior re-

fuerza la necesidad de crear mecanismos de diálogo

y colaboración entre el gobierno y la sociedad, así co-

mo replantear los instrumentos de incorporación de

grupos de interés específicos en la formulación de

políticas públicas.

La comunicación entre los creadores, promoto-

res y usuarios de información ambiental es inadecua-

da. Pro p o rcionan información los científicos, los

productores o los servidores públicos; las organiza-

ciones no gubernamentales, los medios de comuni-

cación, las instancias académicas y gubernamentales

son también promotores del uso de la información

ambiental. Sin embargo, el conocimiento y la infor-

mación no fluyen de manera adecuada. Por ello, se

diseñarán fórmulas de participación que logren inte-

grar estos grupos.

e]. Mejorar el desempeño ambiental de la administración

pública federal.

P romover el establecimiento de políticas y linea-

mientos ambientales que puedan ser aplicados en to-

dos los procesos operativos y toma de decisiones de

las instituciones gubernamentales, así como una cul-

tura de responsabilidad ambiental que contribuya al

bienestar de la sociedad.

El Estado mexicano posee empresas del sector

e n e rgético que, por su naturaleza, se ubican en re g i o-

nes donde existen ecosistemas altamente suscepti-

bles de ser dañados y que están en riesgo constante

por su operación. Por ello, se mejorarán en forma

continua los procesos industriales de las empresas

paraestatales y se asegurará el pleno cumplimiento

de la normatividad ambiental.

f]. Continuar en el diseño y la implementación de la es-

trategia nacional para el desarrollo sustentable.

Con el propósito de dar cumplimiento a la Agen-

da 21, continuar trabajando en un modelo de desa-

rrollo sustentable que requiere cambios no sólo en

los ámbitos institucional, legal y normativo, sino

también cambios culturales que se traduzcan en mo-

dificaciones en los patrones de producción y consu-

mo de la sociedad en su conjunto.

g]. Avanzar en la mitigación de las emisiones de gases de

efecto invernadero.

Fomentar la introducción de las variables ambien-

tales en las políticas, normas y programas sustantivos

en el sector económico, particularmente en lo que se

refiere al uso de energéticos y combustibles fósiles.



Objetivos rectores y estrategias


